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RESUMEN 

El presente trabajo de estudio de caso cuyo tema es “LA RESOLUCIÓN DE VISTO 

BUENO EMITIDA POR LA INSPECTORÍA DE TRABAJO DE BOLÍVAR, 

VULNERA EL DERECHO AL TRABAJO Y CONTRAVIENE LOS PRINCIPIOS 

GENERALES DEL DERECHO LABORAL EN EL CASO N° 02331-2018-00677”, lo 

he realizado cumpliendo con el Reglamento de Titulación respectiva y tiene el siguiente 

contenido: 

En el primer Capítulo he planteado el caso a ser investigado el mismo que se inicia con 

la presentación de una solicitud de visto bueno, por las causales 2 y 5 del artículo 172 del 

Código de Trabajo, cuya resolución aceptando el visto bueno vulnera el derecho al trabajo 

garantizado por el art.33 de la Constitución de la República del Ecuador e inaplica los 

principios generales del derecho laboral previstos en el art. 326 de la CRE y en el Código 

de Trabajo Ecuatoriano. Luego de realizar un análisis jurídico sobre las normas laborales 

vigentes, y luego de analizar la contextualización jurídica dentro del marco laboral he 

podido determinar cuáles son las garantías laborales que la Constitución de la República 

del Ecuador y el Código de Trabajo establecen en favor de los trabajadores y la errónea 

y parcializada interpretación jurídica realizada por la Inspectora de Trabajo de Bolívar en 

su resolución de visto bueno la misma que fue apelada para luego ser invalidada por la 

Unidad Judicial Civil de Guaranda, por la Corte Provincial de la Justicia de Bolívar y por 

la Sala Especializada de lo Laboral de la Corte Nacional de Justicia del Ecuador. 

En el Capítulo segundo realizo la contextualización del caso precisando los antecedentes 

del mismo, su fundamentación teórica, haciendo énfasis sobre el derecho al trabajo y los 

principios generales del derecho laboral enfatizando en los principios de irrenunciabilidad 
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de derechos, de protección y de favorabilidad, haciendo el análisis jurídico sobre el 

despido indirecto o IUS VARIANDI que contempla la doctrina jurídica laboral y la 

jurisprudencia de la Corte Nacional de Justicia. 

En el Capítulo tres al realizar la descripción del trabajo investigativo utilizo mecanismos 

de investigación basándome en la jurisprudencia, en la doctrina, y en la ley vigente. 

El Capítulo cuarto contiene los resultados del análisis del marco jurídico de la 

investigación realizada, haciendo énfasis en la naturaleza jurídica del trámite de visto 

bueno, sus consecuencias jurídicas, la impugnación a dicho trámite para explicar las 

figuras del despido intempestivo y el despido indirecto, para luego finalizar con las 

conclusiones generales del presente análisis de caso. 
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GLOSARIO DE TÉRMINOS 

 

Derecho del trabajo: Es una rama del derecho en general, que regula jurídicamente las 

relaciones entre el empleador y el trabajador de forma individual o colectiva. 

Despido: En Derecho Laboral, se entiende estrictamente por despido, la ruptura o 

disolución del contrato o relación de trabajo realizada unilateralmente por el patrono o 

empresario. (Cabanellas G. , 2010). 

Impugnación: Es la acción y efecto de combatir, contradecir, refutar (Enciclopedia 

Jurídica, 2014). 

Inspector: Se entiende como inspector a aquella persona que tiene bajo su cargo la 

guarda, vigilancia o protección de determinada cosa, circunstancia (Ilustrado, 1995). 

Inspectoría de trabajo: Es un órgano dependiente del Ministerio del Trabajo, se encarga 

de recopilar datos para el censo general del trabajo, mediante inscripción y registros de 

los sindicatos y sus miembros. 

Juicio: Conocimiento, tramitación y fallo de una causa por un juez o tribunal. (Cabanellas 

G. , 2010). 

Principios generales: Son aquellos criterios o ideas que conforman las bases en que se 

sostiene un sistema jurídico en particular, su trascendencia en la maquinaria legal radica 

en que estos principios deberán ser observados para la creación o aplicación de normas 

con contenido jurídico (Definición Legal, 2016). 

Resolución: Solución de problema, conflicto o litigio. Medida para un caso. Fallo, auto, 

providencia de una autoridad gubernativa o judicial. Acto, hecho o declaración de 

voluntad que deja sin efecto una relación jurídica. (Cabanellas G. , 2003) . 
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Sentencia: Decisión extrajudicial de la persona a quien se encomienda resolver una 

controversia, duda o dificultad. (Cabanellas G. , 2010) . 

Trabajo: Se entiende por trabajo a toda actividad que realiza el ser humano ya sea 

material o intelectual, independientemente del nivel de preparación técnica requerida por 

cada profesión u oficio. 

Visto bueno: Es un trámite de carácter administrativo y consiste en la resolución que 

emite el Inspector de Trabajo en la que califica de legales, las causales invocadas por el 

peticionario, para dar por terminada la relación laboral. (Bonilla, 2014). 

Vulneración de derechos: Se entienden que son vulnerados o lesionados los derechos 

cuando el empleador o quien lo representa realiza actos o adopta medidas que limitan el 

pleno ejercicio de los derechos fundamentales del trabajado sin justificación suficiente, 

en forma arbitraria o desproporcionada, o sin respeto a su sentido esencial (Dirección del 

Trabajo, 2019). 
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SIGLAS 

 

CRE: Constitución de la República del Ecuador. 

COGEP: Código Orgánico General de Procesos. 

CT: Código del Trabajo. 

MT: Ministerio de Trabajo. 

ART.: Artículo  
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INTRODUCCIÓN 

Con el presente trabajo realizo el estudio jurídico y doctrinario en primer lugar sobre el 

derecho al trabajo que tenemos las personas en base a lo previsto en art. 33 de la 

Constitución de la Republica, y subsidiariamente analizo también los principios que rigen 

al derecho laboral ecuatoriano contenidos en la misma Constitución de la República y en 

el Código de Trabajo Ecuatoriano, principios y garantías que deben ser observados y 

aplicados por las autoridades administrativas y laborales en la administración de justicia 

tanto en los tramites de visto bueno por los Inspectores de Trabajo como también en los 

procedimientos  judiciales por los señores Jueces. 

El trámite de visto bueno previsto en el Código de Trabajo consiste en un trámite de 

carácter administrativo que se lo realiza ante el Inspector de Trabajo para terminar una 

relación laboral cuando el trabajador o el empleador han incurrido en las causales 

previstas en los artículos 172 y 173 del Código de Trabajo, pues la autoridad 

administrativa del trabajo esta para ejercer su acción de autoridad de manera imparcial, 

independiente, respetando y observando el debido proceso, asegurando el derecho a la 

defensa, y sobre todo aplicando de manera correcta los principios jurídicos laborales, la 

ley y la jurisprudencia para asegurar que la resolución de visto bueno no contravenga 

disposiciones legales ni vulnere derechos de las partes. 

En el caso planteado: “LA RESOLUCIÓN DE VISTO BUENO EMITIDA POR LA 

INSPECTORÍA DE TRABAJO DE BOLÍVAR, VULNERA EL DERECHO AL 

TRABAJO Y CONTRAVIENE LOS PRINCIPIOS GENERALES DEL DERECHO 

LABORAL EN EL CASO N° 02331-2018-00677”, realizo un estudio técnico-jurídico de 

la actuación incongruente de la autoridad administrativa del trabajo inicialmente al haber 

admitido una solicitud de visto bueno sin que esta cumpla con los parámetros previsto en 

el artículo 142 del COGEP, y luego en el trámite y resolución para determinar que emite 
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su resolución en base a un asunto diferente a la pretensión del empleador, terminando de 

manera arbitraria e injusta la relación laboral entre la Cooperativa de Ahorro y Crédito 

Juan Pio de Mora y la trabajadora Jenny Fierro Saltos, ocasionando a la trabajadora la 

pérdida de su trabajo de manera ilegal e improcedente y sin haber existido en el trámite 

de visto bueno ni la prueba, ni el sustento legal adecuado para que la Inspectora de Trabajo 

terminara la relación laboral de esa manera mediante resolución de fecha 6 de junio de 

2018, haciendo que la trabajadora afectada de manera inmediata plantee la Impugnación 

de Visto Bueno el 14 de junio de 2018, para hacer valer sus derechos ante la Unidad 

Judicial respectiva. 

Con el procedimiento judicial la autoridad judicial correspondiente reconoció el derecho 

en favor de la trabajadora injustamente despedida a través de una trámite de visto bueno 

legalmente admitido por la señora Inspectora de Trabajo de Bolívar, habiéndose tenido 

que lograr el reconocimiento del derecho en la vía judicial inclusive habiendo llegado el 

proceso a la Corte Provincial de Justicia con el recurso de Apelación y a la Corte Nacional 

de Justica con el recurso de Casación, habiendo obtenido sentencia favorable la 

trabajadora en las tres instancias  habiendo concluido el proceso el 23 de julio de 2019 

fecha en la que el empleador pudo recuperar el vehículo embargado por la actora a fin de 

garantizar el pago total de los haberes constantes. 

Con la breve introducción planteada queda a disposición del lector el presente análisis de 

estudio de caso. 
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CAPÍTULO I 

PLANTEAMIENTO DEL CASO A SER INVESTIGADO 

1.1. Presentación del caso. 

La Ingeniera Jenny Marilu Fierro Saltos, se desempeñaba como Jefe de Agencia de la 

Cooperativa de Ahorro y Crédito Juan Pio de Mora agencia Guaranda, quien luego de 

ganar un concurso de mérito y oposición se desempeñó en el cargo antes mencionado por 

un periodo de 9 años, pues el Gerente de la cooperativa mediante disposición ordena que 

la antes mencionada trabajadora se traslade en primer lugar a laborar en la ciudad de 

Chimbo, para luego de un año de haber trabajado en dicha ciudad emitir una disposición 

para que se traslade a trabajar en la ciudad de Chillanes, lo cual no es aceptado por la 

trabajadora de la cooperativa quien se ampara en el art. 70 del Reglamento Interno de 

Trabajo de la Cooperativa, para no expresar su consentimiento en dicho cambio, ante lo 

cual el Gerente de la cooperativa presenta una solicitud de Visto Bueno en contra de la 

trabajadora para terminar la relación laboral, en dicha solicitud el empleador aduce que 

la trabajadora incurrió en las causales 2 y 5 del art. 172 del Código de Trabajo, es decir 

que cometió indisciplina o desobediencia grave a los reglamentos internos, según el 

empleador existió ineptitud de la trabajadora para el desempeño del cargo. En la mentada 

solicitud de Visto Bueno el ex patrono en forma ambigua y generalizada manifiesta que 

se: 

“(…) ha detectado el incumplimiento a los procesos determinados de la 

institución debidamente aprobados, y que, pese a los continuos llamados de 

atención, no se ha dado las medidas correctivas por parte de la trabajadora”. 

Como puede apreciar señor Juez en la referida solicitud se recurre a 

generalidades y ambigüedades sin precisar en qué consiste mi supuesta falta, sin 

determinar cuándo, cómo y en qué circunstancias adecué mi conducta a lo 

establecido en los numerales 2 y 5 del art. 172 del Código del Trabajo; 
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considerando además que al no estar debidamente identificadas tales faltas, ni el 

tiempo en que eventualmente haya cometido, éstas podrían estar prescritas, al 

tenor de lo previsto en el artículo 636 literal b del Código ibídem. No obstante, a 

lo señalado la señora Inspectora del Trabajo de Bolívar, en el literal e del 

considerando cuarto de la resolución que impugno mediante esta demanda 

sostiene: “A fs. 15 del expediente consta el Oficio Nro.730 DTH-COA-CJPM de 

fecha 15 de marzo del 2018, suscrito por la Ing. Mariuxi Gaibor, Jefe de Talento 

Humano de la Cooperativa de Ahorro y Crédito Juan Pio de Mora Ltda. En el 

cual dispone el traslado de la Ing. Jenny Fierro a fin de prestar sus servicios como 

Jefe de Agencia en el cantón Chillanes, disposición que hasta la fecha en la que 

se llevó a cabo la diligencia de investigación de los fundamentos de la solicitud 

de visto bueno no ha sido aceptada por la trabajadora, incumpliendo con lo 

previsto en el artículo 5 del Reglamento Interno de Trabajo la Cooperativa de 

Ahorro y Crédito Juan Pio de Mora Ltda. Con el ánimo de reprobar mi conducta, 

la Inspectora de trabajo transcribe el contenido del art. 5 del referido reglamento 

interno, que prescribe: “ordenes legítimas. – Con apego a la ley y dentro de las 

jerarquías establecidas en el organigrama de la Cooperativa, los trabajadores 

deben obediencia y respeto a sus superiores a más de las obligaciones que 

correspondan a su puesto de trabajo, deberán ceñirse a las instrucciones y 

disposiciones legítimas, sea verbales o por escrito que reciban de sus jefes 

inmediatos”. Al respecto, cabe dejar constancia de lo siguiente: En el mismo 

oficio de traslado se reproducen textualmente lo estipulado en el Art. 70 del 

Reglamento Interno de la Cooperativa en el que taxativamente expresa: “La 

Cooperativa y el trabajador podrá acordar el traslado temporal a su personal a 

cualquier sitio del territorio nacional, según lo estime conveniente y según sus 

funciones que el puesto lo requieran con el fin de cumplir los objetivos de la 

Cooperativa”. De lo anotado, fácilmente se puede colegir que esta posibilidad de 

traslado tiene que ser acordada entre la  entidad empleadora y sus trabajadores, 

de ninguna manera constituye una imposición, más aún cuando mediante 

comunicación dirigida al señor Gerente el 16 de marzo de 2018, le exprese 

documentadamente las razones por las cuales no aceptaba dicho traslado, 

razones que tienen que ver con mi estado actual de salud principalmente, lo cual 

está previsto en los principios constitucionales (Art. 326. 5). Como usted puede 

observar señor Juez, la Inspectora de Trabajo, solo se limita a reproducir el 
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contenido del art. 5 y no la disposición del Art. 70 del Reglamento Interno de la 

Cooperativa, violando de esta manera el Art. 199 del Código Orgánico General 

de Procesos, que tiene relación con la indivisibilidad de la prueba documental. 

Esto sin considerar, lo previsto en el Art. 326.3 de la Constitución de la Republica 

y el Art. 7 del Código del Trabajo. Más allá de aquello, la funcionaria 

administrativa del trabajo, soslayó no sé si por ignorancia o mala fe, el contenido 

del art. 636 b del Código ibídem; esto es que la supuesta y no consentida falta se 

encontraba prescrita y que, además, por esta misma razón ya fue amonestado por 

escrito como consta a fs. 12 o 13 del expediente administrativo, vulnerándose de 

esta forma las garantías básicas establecidas en los numerales 1 y 3 del art. 76 

de la norma suprema. Por otra parte, la causal establecida en el art. 172. 2 del 

Código del Obrero, se refiere a la indisciplina o desobediencia graves a los 

reglamentos de prevención, seguridad e higiene, según lo contemplado en el 

segundo inciso del art. 410 del mismo cuerpo legal. Por lo que cabe preguntarse: 

¿Qué indisciplina o desobediencia grave he cometido, al negarme 

fundamentalmente a ser trasladada a otro lugar distinto a mi nombramiento 

otorgado por la misma institución? Y por razones estrictamente de salud. ¿Qué 

conmoción o riego ocasioné a la Cooperativa? Para ser catalogada como grave 

mi negativa a ese traslado y que además tiene sustento en el art. 70 del mismo 

reglamento interno. Ningún Juez más allá del afán persecutorio de mi empleador 

que primeramente se trasladó a mi oposición a la Agencia de la cuidad de Chimbo 

y posteriormente a intentó hacerlo a la Agencia de la ciudad de Chillanes. En 

cuanto a la otra causal invocada por mi ex empleador, misma que se encuentra 

prevista en el Art. 172. 5 del Código del Trabajo, esto es: Por ineptitud manifiesta 

del trabajador, respecto a la ocupación o labor a la cual se comprometió. Para 

sostener su relación la Inspectora de Trabajo, señala: A fs. 9 del expediente figura 

el Oficio Nro. 0807. DTH-COAC-CJPM de fecha 04 de mayo de 2018, suscrito 

por la Ing. Mariuxi Gaibor, Jefe de Talento Humano de la Cooperativa de Ahorro 

y Crédito Juan Pio de Mora Ltda., en el cual pone en conocimiento el 

incumplimiento de metas presupuestadas en los primeros meses del año 2018 de 

parte de la Ing. Jenny Fierro Saltos. “A efecto debo señalar lo siguiente: En el 

mismo oficio aludido, en la página 10 del expediente administrativo, la remitente 

dice: “Informo y adjunto copias de las sanciones pertinentes por incumplimiento 

a la Normativa Interna y por no acatar órdenes de sus superior jerárquico”. Es 
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decir, por esta supuesta y eventual falta ya fui sancionada como puede apreciarse 

de la comunicación referida, en lo que constan los oficios Nro. 756-DTH y 781-

DTH de 10 de Abril de 2018 y 02 de Mayo de 2018. Adicionalmente en el art. 84 

del Reglamento Interno de la Cooperativa accionada se encuentran tipificadas 

como faltas graves una serie de conductas en las que se me procura encuadrar 

con el fin de justificar esta mal dada resolución; así en el literal p) del título de 

Faltas Graves, expresamente se estipula: “Por ineptitud en el desempeño de las 

funciones para las cuales haya sido contratado, el mismo que se determinará en 

la evaluación de desempeño”. Es decir que para la aplicación de esta sanción 

previamente se debe existir la evaluación del desempeño. Además, haberse 

demostrado la reincidencia en el periodo mensual de labores, conforme lo 

señalado en el literal b, del título de Sanciones, de referido art. 84 del Reglamento 

Interno. Cuestión que en el presente caso no se ha evidenciado tal evaluación, sin 

embargo, la Inspectora del Trabajo concedió el Visto Bueno. Fundamenta el 

ejercicio de la acción en los artículos 325, 326 numerales 2,3 y 4; 327 y 328 inciso 

quinto de la Constitución de la República del Ecuador; 5, 183 y 188 del Código 

del Trabajo, y artículos 1454, 1573 y 1575, 4 del Código Civil, y art. 332 de la 

disposición reformatoria sexta numeral 6 del Código Orgánico General de 

Procesos; anuncia los medios de prueba documental, testimonial y material que 

ofrece para acreditar; su pretensión clara y precisa es el pago de los rubros 

correspondientes USD $ 12.000 dólares por el despido intempestivo, tomando en 

consideración mi última remuneración fue de $1.200 y al haber trabajado 9 años, 

un mes, 29 días. Indemnización prevista en el art. 188 del Código del Trabajo; 

USD 2.700 por concepto de bonificación por desahucio, esto es 1200x25%= 

300x9 años = 2700 conforme al artículo 185 del Código Laboral; 600,00 dólares 

por concepto de vacaciones correspondiente al último periodo art. 75 del Código 

del Obrero; USD 664,00 por concepto de movilización Guaranda-Chimbo, al 

haber prestado mis servicios en ese lugar desde el 2 de febrero de 2017 hasta el 

12 de junio de 2018, Art. 42. 22 del Código del Trabajo; UDS 639,99, por 

concepto de décimo tercer sueldo, Art. 111 del Código del Trabajo; USD 334, 52 

por décimo cuarto sueldo, Art. 111 del Código del Trabajo; USD 480,00 por 12 

días de remuneración de junio 2018; USD 228,00 por concepto de ropa de trabajo 

que en forma ilegal mi ex empleador me descontó a razón de USD 19,00 

mensuales por todo el año 2017, no obstante que por mandato del art. 42. 29 del 
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Código del Trabajo estaba obligado a proporcionarme. Igualmente demando el 

pago de las costas procesales entre las que se incluirán honorarios de mi defensa 

técnica y, se cite al demandado en las calles Bolívar y Pichincha esquina, frente 

al Parque Central del cantón San Miguel, lugar de las oficinas, mediante atento 

deprecatorio remitido a uno de los jueces de la Unidad Multicompetente del 

cantón San Miguel. Previamente y fundamentada en los artículos 146 inciso 

segundo y 142 numerales 4, 7 y 9 del Código Orgánico General de Procesos, se 

dispone que, en el término de tres días, la actora complete y aclare su demanda 

en los siguientes puntos: señale los fundamentos de derecho y precise la 

pretensión que exige, con los rubros de forma detallada y pormenorizada. Por 

cumplido lo ordenado se calificará la demanda clara, precisa y completa por 

reunir los requisitos de los artículos 142, 143 y 144 del Código Orgánico General 

de Procesos, en concordancia con el artículo 333 del mismo cuerpo legal, se la 

admite al procedimiento sumario; mandando citar al demandado Ingeniero 

Pedro Pablo Lucio Quintana.” (Caso No. 02331-2018-00677). 
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1.2. Objetivo del análisis o estudio de caso. 

OBJETIVO GENERAL 

Determinar las consecuencias generadas por las ilegales decisiones administrativas por 

parte de la autoridad administrativa del trabajo al resolver el trámite de Visto Bueno. 

OBJETIVOS ESPECIFICOS 

 Analizar el contexto jurídico del derecho al trabajo y de la aplicación de los 

principios generales del Derecho Laboral. 

 Realizar el análisis jurídico de resolución emitida por la Inspectora de Trabajo en 

el caso que es materia de estudio. 

 Analizar las garantías constitucionales, y legales que han sido vulneradas por la 

autoridad administrativa del trabajo privándole a la trabajadora de su derecho 

constitucional al trabajo. 

 Determinar si dentro del proceso de estudio la Unidad Judicial Civil corrigió el 

error en el que incurrió la autoridad administrativa del trabajo. 
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CAPÍTULO II 

CONTEXTUALIZACIÓN DEL CASO 

2.1. Antecedentes del caso 

El caso práctico que es motivo de análisis se inicia con la presentación de una solicitud 

de visto bueno por parte del Gerente de la Cooperativa de Ahorro y Crédito Juan Pio de 

Mora en contra de la Jefe de Agencia de la ciudad de Guaranda, empleada que prestó sus 

servicios para la institución desde el 7 de abril del 2009, este visto bueno tenía por objeto 

terminar la relación laboral con la antes mencionada trabajadora por las causales previstas 

en los numerales 2 y 5 del art.172 de Código del Trabajo, esto es por indisciplina o 

desobediencias graves a los reglamentos internos legalmente aprobados y por ineptitud 

manifiesto del trabajador, respecto a la ocupación o labor para la cual se comprometió. 

Para sustentar estas supuestas causales el empleador indica que la trabajadora no ha 

cumplido con las metas mensuales de colocación de recursos para la oficina y de manera 

general indica que no ha cumplido las disposiciones de orden legal establecidas en el 

reglamento y que tampoco cumple las actividades ordenadas por sus superiores, y 

específicamente dicen que se ha incumplido el numeral 1 del art. 76 del Reglamento 

Interno de Trabajo de la Cooperativa, y que pese a los continuos llamados de atención no 

se ha dado las medidas correctivas. En el trámite de visto bueno la trabajadora a través de 

la prueba aportada justifica que ingresó a la institución luego de haber ganado un concurso 

público de merecimientos y oposición, para desempeñar el cargo de Jefe de Agencia en 

la ciudad de Guaranda, pese a eso aceptando voluntariamente un pedido del Gerente de 

la Institución se trasladó a trabajar en la ciudad de Chimbo como Jefe de Agencia desde 

febrero del 2017, pues resulta que en el mes de marzo del 2018 dispone el traslado en la 

ciudad de Chillanes amparado en lo que dispone en el art. 70 del Reglamento Interno de 

Trabajo de la Cooperativa, reglamento que dispone “la cooperativa y el trabajador podrá 



8 
 

acordar el traslado temporal de su personal a cualquier sitio del territorio nacional…”, la 

trabajadora atendiendo al tenor literal de esta misma disposición legal manifiesta al 

Gerente su desacuerdo e imposibilidad por cuestiones médicas para poder acatar este 

pedido, por lo que inclusive justifica con el respectivo certificado médico otorgado por la 

especialista del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, las razones médicas que 

impiden acatar esta decisión. Pues en el trámite de visto bueno el empleador no justifica 

ninguna de las dos causales mencionadas muy generalmente en la solicitud de visto 

bueno, y para sorpresa la señora Inspectora de Trabajo con fecha 6 de junio del 2018 dicta 

su resolución en la que dice: “a fs. 15 del expediente consta el oficio N° 730DTH-COA-

CPM del 15 de marzo del 2018 suscrito por la Jefe de Talento Humano de la Cooperativa, 

en el cual dispone el traslado de la Ing. Jenny Fierro a que preste sus servicios como Jefe 

de Agencia en el cantón Chillanes, disposición que hasta la fecha no ha sido acatada por 

la trabajadora, por lo que la Inspectora de Trabajo resuelve aceptar el visto bueno. 

Interpuesta la impugnación a esta ilegal resolución de visto bueno la señora Juez de 

Primer Nivel al realizar su análisis jurídica determina que el art.70 del Reglamento 

Interno de la cooperativa para su aplicación debe existir previo un acuerdo ante el 

empleador y el trabajador, lo cual en este caso no ha ocurrido, además en el razonamiento 

lógico jurídico, se determina que el empleador ha creado un ambiente que ha 

imposibilitado la continuidad de la prestación de servicios por parte de la trabajadora, lo 

cual configura el despido indirecto, en el cual si bien el empleador no es quien declara la 

recisión del contrato, esta se produce al violar los derechos del trabajador, pues lo coloca 

en trance de no proseguir en la prestación de sus servicios, a lo que jurídicamente se 

denomina el IUS VARIANDI, el derecho de variar o modificar las condiciones laborales 

alterando las condiciones iniciales del contrato, por lo que la sentencia de primer nivel 

determina que la resolución de la Inspectora de Trabajo es injurídica, parcializada, y 
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forzada, determinándose que dicha funcionaria no ha aplicado las normas jurídicas 

adecuadas y respectivas por lo que acepta la demanda de impugnación de visto bueno, y 

dispone el pago de las indemnizaciones previstas en la ley, ratificándose estos 

razonamientos en la sentencia de los señores jueces de la corte provincial de bolívar y en 

la sentencia de la Sala Especializada de lo Laboral de la Corte Nacional de Justicia. 

En el presente caso de estudio analizaré la importancia jurídica del trámite del visto 

bueno, las funciones y atribuciones del inspector de trabajo así como también los 

principios generales del derecho laboral y el derecho al trabajo previsto en la Constitución 

de la República del Ecuador, y la falta de existencia de la norma jurídica alguna que 

permita sancionar estas actuaciones antijurídicas y antiéticas de parte de las autoridades 

laborales que tienen conocimiento y tramitan en el ámbito administrativo estos conflictos 

individuales de trabajo. 
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2.2. FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA DEL CASO 

La teoría científica que sustenta el presente análisis o estudio de caso, comprende la 

manifestación de la información, conocimiento y alcance del debido proceso en sus 

garantías básicas del derecho al trabajo y motivar los fallos o resoluciones; hechos o 

fenómenos, que se analizan en el caso No. 02331-2018-00677, seguido en proceso por 

Impugnación de Visto Bueno. 

Con el propósito de fundamentar de manera teórica el caso, se tiene en cuenta las figuras 

jurídicas: el visto bueno, trámite de visto bueno, calificación del visto bueno, debido 

proceso, debido proceso en la legislación ecuatoriana, derecho al trabajo, principios 

generales del derecho laboral, principio de irrenunciabilidad, principio de protección, 

principio de favorabilidad, análisis del artículo 33 de la Constitución de la República del 

Ecuador, despido indirecto o ius variandi. 

 

2.2.1. El Visto Bueno  

Según el Dr. Wilson Layedra Idrovo, señala: 

“(…) no es otra cosa que la solicitud que una de las partes hace al inspector 

provincial de trabajo, para que se den por terminadas las relaciones laborales 

con la otra, por cometer una infracción”. (Layedra, 2009). 

El visto bueno es un trámite administrativo por el cual una de las partes contratantes 

solicita al Inspector de Trabajo se dé por terminada una relación laboral por una de las 

causales previstas en el Código de Trabajo. 

 

El Código de Trabajo, establece sobre el visto bueno, lo siguiente: 

“Art. 172.- Causas por las que el empleador puede dar por terminado el 

contrato.- El empleador podrá dar por terminado el contrato de trabajo, previo 
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el visto bueno, en los siguientes casos: 1. Por faltas repetidas e injustificadas de 

puntualidad o de asistencia al trabajo o por abandono de éste por un tiempo 

mayor de tres días consecutivos, sin causa justa y siempre que dichas causales se 

hayan producido dentro de un período mensual de labor; 2…..”. (Código de 

Trabajo , 2005). 

Como podemos ver, el Código establece las causales por las cuales el empleado puede 

solicitar al Inspector de Trabajo para que dé por terminada una relación laboral siempre 

que se cumpla con la normativa dispuesta dentro del trámite del visto bueno que debe 

darse observando las garantías básicas del debido proceso. 

 

2.2.2. Trámite de Visto Bueno 

Según el Dr. Wilson Layedra Idrovo, señala: 

“La solicitud del visto bueno que se presenta ante el inspector de trabajo por las 

causales de los artículos 172 y 173, tiene el trámite previsto en el artículo 621 del 

Código de Trabajo, y es así como el inspector que la reciba, notificará al 

interesado dentro de 24 horas, concediéndole dos días para que conteste”. 

(Layedra, 2009). 

El tratadista citado, nos enseña que el visto bueno es un trámite que se desarrolla ante el 

inspector de trabajo y que el procedimiento está establecido en el artículo 621 del Código 

de Trabajo, siendo importante dar a conocer el mismo. 

 

El Código de Trabajo, en relación al trámite del visto bueno, determina: 

“Art. 621.- Solicitud de visto bueno. - El Inspector que reciba una solicitud 

tendiente a dar por terminado un contrato de trabajo por alguno de los motivos 

determinados en los artículos 172 y 173 de este Código, notificará al interesado 

dentro de las veinticuatro horas, concediéndole dos días para que conteste. Con 

la contestación o en rebeldía, procederá a investigar el fundamento de la solicitud 

y dictará su resolución dentro del tercer día, otorgando o negando el visto bueno. 

En la resolución deberá constar los datos y motivos en que se funde”. (Código de 

Trabajo , 2005). 
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Como lo  determina el  Código  de Trabajo el  visto  bueno  es la solicitud que presenta 

ya sea el  trabajador o  empleador para dar  por terminado  la relación  laboral  existente 

entre las partes,  recibida esta solicitud  el  Inspector o Inspectora de Trabajo  debe 

notificar  es decir hacerle conocer  a la otra parte con  este pedido, a quien se le concede 

el  término  de dos días para que conteste,  es decir a la otra parte se le brinda  el  derecho  

a la legitima defensa para que se pronuncie si  está de acuerdo  con  esta terminación  de 

la relación  laboral  o  puede oponerse. 

Con o sin la contestación el Inspector de Trabajo procederá a investigar el motivo por el 

cual el empleador o trabajador quiere dar por terminado la relación laboral, y si de la 

investigación determina que es justificable el fundamento por el cual ha solicitado el visto 

bueno lo concede es decir ordena o resuelva que se da por termina la relación laboral y si 

no es justificable el motivo niega este pedido y ordena el archivo. Esta resolución debe 

estar debidamente motivada.  

 

2.2.3. Calificación del Visto Bueno 

“Art. 183.- Calificación del visto bueno. – En los casos contemplados en los 

artículos 172 y 173 de este Código, las causas aducidas para la terminación del 

contrato, deberán ser calificados por el inspector del trabajo, quien concederá o 

negará su visto bueno a la causa alegada por el peticionario, ciñéndose a lo 

prescrito en el capítulo “Del Procedimiento”. 

La resolución del inspector no quita el derecho de acudir ante el Juez del Trabajo, 

pues, sólo tendrá valor de informe que se lo apreciará con criterio judicial, en 

relación con las pruebas rendidas en el juicio”. (Código de Trabajo , 2005) 

En caso de que el empleador o trabajador por las causales prevista en el art. 172 y 173 del 

Código de Trabajo tienen derecho a presentar su solicitud de visto bueno ante el Inspector 

de Trabajo, quien tiene la obligación de calificar el mismo en caso de que esa solicitud 
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no esté completa o clara tiene la obligación de mandar a completar o aclarar, hecho lo 

cual debe calificar esta solicitud y dar el trámite correspondiente, luego de que se cumpla 

con el trámite el Inspector de Trabajo emitirá su resolución aceptando o negando el visto 

bueno, para lo cual este funcionario administrativo deberá también aplicar como ley 

supletoria lo dispuesto en el Código Orgánico General de Procesos. 

 

2.2.4. Debido Proceso 

Según Martín Agudelo Ramírez, determina: 

“El debido proceso es un derecho fundamental contentivo de principios y 

garantías que son indispensables de observar en diversos procedimientos para 

que se obtenga una solución sustancialmente justa, requerida siempre dentro del 

marco del estado social, democrático y de derecho”. (Agudelo, 2000) 

Según el Dr. Merck Benavides Benalcázar, señala: 

“… como el conjunto de principios y procedimientos sucesivos ordenados, dentro 

de los cuales se investiga un delito, cuya finalidad fundamental es llegar a buscar 

la verdad de un hecho llamado delito, pero siempre respetando los derechos del 

procesado-acusado” (Derecho Ecuador.com, 2017).  

El  debido proceso  es la garantía constitucional mediante el  cual  se le brinda a las partes 

que el  proceso se enmarque dentro  de los parámetros legales,  es decir se cumpla con  

todos y  cada uno  de los pasos que la Ley  lo  determina, en  este caso  del  visto bueno 

se establece que presentado  la solicitud  se debe notificarle a la otra parte,  quien tiene el  

derecho  a contestar para  lo  cual  le concede el  término  de dos días,  luego  de esto  se 

procede a la etapa de investigación, para  luego  de esto  el  Inspector de Trabajo  emita 

su  resolución  aceptando  o  negando  este pedido. 
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2.2.5. Debido Proceso en la Legislación Ecuatoriana. 

La Corte Constitucional del Ecuador, señala: 

“El debido proceso es sin duda un pilar fundamental para la defensa de los 

derechos de las personas que intervienen dentro de un juicio, permitiendo la 

articulación de varios principios y garantías básicas que permiten una correcta 

administración de justicia” (Sentnecia No. 092-13-SEP-CC). 

Sin el debido proceso prácticamente quedaría a criterio del juzgador el aplicar o no aplicar 

los procedimientos que manda y dispone las leyes pertinentes, es decir entraríamos en un 

Estado de autoritarismo, razón por la cual las autoridades administrativas como judiciales 

están en la obligación de enmarcarse dentro de los principios fundamentales del debido 

proceso. 

 

La Constitución de la República del Ecuador (2008), en su artículo 76 reconoce al Debido 

Proceso en el que determina derechos y obligaciones de cualquier orden incluyendo 

algunas garantías básicas las cuales  se deberá cumplir con las normas y los derechos de 

las partes, presumir que toda persona es inocente mientras no se declare lo contrario, que 

tiene que ser sancionado una persona por un delito o falta que esté debidamente tipificada 

en la ley, que las pruebas que se obtengan dentro de un proceso tienen que ser obtenidas 

y practicadas conforme lo determina la ley, que en caso de duda sobre una norma se debe 

aplicar la más favorable en este caso al trabajador, por igual infracción se debe aplicar 

igual pena, toda persona tiene derecho a contar con el tiempo necesario para presentar las 

pruebas de cargo y de descargo, tiene derecho toda persona a ser escuchado en el 

momento procesal oportuno, el procedimiento por regla general son públicos a excepción 

de ciertos delitos, nadie puede ser interrogado sin la presencia de su abogado patrocinador 

o defensor público, si no habla o entiende el idioma tienen la obligación de dotarle de un 

traductor, toda persona de igual forma si no tiene su abogado particular el estado está en 
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la obligación de dotarle de una abogado público, por un principio de contradicción toda 

persona tiene derecho a contradecir o replicar la prueba presentada por la otra parte, 

ninguna persona de igual fuero puede ser sancionada por la misma causa dos veces, tiene 

derecho a ser juzgados por un juez independiente e imparcial y competente, y toda las 

resoluciones tiene que ser motivadas. 

 

2.2.6. Derecho al trabajo. 

Según Rojina Villegas, señala: 

“Es el conjunto de actos procesales propios a su naturaleza, para la celebración 

de la convención colectiva del trabajo”. (Conta Fox, 2006). 

 

Fernando Floresgoméz y Gustavo Carvajal definen al derecho del trabajo como: 

“Conjunto de normas que regulan las relaciones entre dos grupos sociales, 

patrones y trabajadores, tanto en su aspecto individual como colectivo, a efecto 

de conseguir el equilibrio entre los factores de producción, capital y trabajo”. 

(Nociones del Derecho, 2013). 

Según los autores antes mencionados determinan que el derecho al trabajo es el conjunto 

de actos y normas procesales que regulan la relación laboral de manera individual o 

colectiva en este caso entre el empleador y el trabajador. 

 

La Constitución de la República del Ecuador (2008) en su artículo 325, manifiesta que el 

Estado garantizará el derecho al trabajo y reconocerá todas las modalidades de trabajo. 

 

Así mismo en el artículo 326 del cuerpo legal antes mencionado sustenta algunos 

principios del derecho al trabajo y que el Estado dentro de sus obligaciones está la de 

promover, dotar  fuentes de trabajo, garantizando a los trabajadores que sus derechos no 

sean vulnerados, uno de los derechos fundamentales que el Estado debe respetar y hacer 

cumplir es la estabilidad del trabajador en su puesto de trabajo así también que ningún 
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trabajo es gratuito y que tiene que ser remunerado, igual trabajo igual remuneración. El 

trabajador tiene derecho a laborar dentro de un ambiente adecuado y propicio, que 

garantice ante todo su salud. 

 

2.2.7. Principios Generales del Derecho Laboral. 

El derecho laboral es el conjunto de normas jurídicas que regulan la relación empleador-

trabajador en la cual se establecen los derechos y obligaciones que tiene tanto los 

empleadores como los trabajadores, normas jurídicas que permiten al empleador y al 

trabajador tener una seguridad jurídica, en este caso  del empleador el conocer y someterse 

a respetar los derechos que tienen los trabajadores en igual forma los trabajadores tienen 

la obligación de cumplir sus obligaciones a favor del empleador, en caso de que una de 

las partes violente los derechos de la otra se someterá a la sanciones que las normas 

jurídicas se aplican para cada caso. 

El derecho laboral tiene como principios generales: que el Estado debe impulsar el empleo 

y eliminar el desempleo, que los derechos del trabajador son irrenunciables, que en caso 

de duda de una norma legal se debe aplicar la más favorable al trabajador, igual trabajo 

igual remuneración, el trabajador tiene derecho a desarrollar sus actividades dentro de un 

ambiente adecuado que propicie la seguridad e integridad, el trabajador tiene derecho a 

su rehabilitación luego de haber sufrido algún accidente de trabajo, los trabajadores tiene 

derecho a organizarse, será válida cualquier transacción entre el empleador y trabajador 

siempre que no se menoscabe los derechos del trabajador, se garantiza la contratación 

colectiva, se reconoce el derecho a la huelga, siempre y cuando no se paralicen los 

servicios básicos. 
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2.2.7.1. Principio de Irrenunciabilidad. 

“Se conoce como principio de irrenunciabilidad de derechos a aquel que limita 

la autonomía de la voluntad para cientos casos específicos relacionados con los 

contratos individuales de trabajo”. (derechos, 2019). 

El Código de Trabajo en el Ecuador reconoce: 

“Art. 4.- Irrenunciabilidad de derechos. – Los derechos del trabajador son 

irrenunciables. Será nula toda estipulación en contrario”. (Código de Trabajo , 

2005). 

Por el hecho de la desigualdad entre empleador y trabajador, se ha establecido este 

principio que el trabajador no puede renunciar a los derechos que esta asistido 

precisamente por la situación de desventaja un trabajador puede ser obligado a suscribir 

alguna acta mediante la cual renuncie a uno o más derechos, esto no tiene validez 

jurídicamente por cuanto se estaría violentando este derecho de irrenunciabilidad, por lo 

tanto los empleadores tiene la obligación de respetar todas y cada uno de los derechos que 

tienen sus trabajadores caso contrario el trabajador mucha de las veces por su condición 

económica no está en capacidad para hacer frente a los caprichos y exigencias que quiera 

imponerle el empleador, el mismo que por ningún motivo puede violentar o quitar un 

derecho del que este asistido el trabajador, frecuente mente en la vida práctica el 

trabajador tiene que someterse a los condicionamientos que el empleador le impone, caso 

contrario a este trabajador le despiden, le acosan, no le brindan un trato adecuado 

llevándole o conduciéndole a este trabajador renunciar a su puesto de trabajo. 

 

2.2.7.2. Principio de Protección. 

Según Diana Acosta de Loor, sobre el principio protector, señala: 
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“(…) al criterio fundamenta que orienta el derecho al trabajo, ya que este, en 

lugar de inspirarse en un propósito de igualdad responde al objetivo de establecer 

un amparo preferente a una de las partes: El trabajador”. (Acosta, 2008). 

 

El Código de Trabajo en el Ecuador reconoce: 

“Art. 5.- Protección judicial y administrativa. – Los funcionarios judiciales y 

administrativos están obligados a presentar a los trabajadores oportuna y debida 

protección para la garantía y eficacia de sus derechos”. (Código de Trabajo , 

2005). 

Las autoridades tanto administrativas como judiciales están obligados a prestar a los 

trabajadores una debida, oportuna y eficaz garantía para que sus derechos no sean 

violentados. El artículo 5 del Código de Trabajo en correlación con lo establecido en el 

artículo 7 del mencionado cuerpo legal, dispone que en caso de duda sobre el alcance de 

normas en materia laboral deberá aplicarse la más favorable al trabajador, esta protección 

que se le brinda al trabajador es precisamente y como anteriormente lo indique es por las 

desventajas que tiene para con el empleador, es decir el empleador está en mejores 

condiciones económicas y sociales para enfrentar cualquier problema que se presente con 

el trabajador, en cambio que este trabajador por su condición económica mucha de las 

veces tiene que renunciar a ciertos derechos que le asiste con el único fin de no perder su 

puesto de trabajo. 

 

2.2.7.3. Principio de favorabilidad. 

Según la Dra. Mónica Bravo establece: 

“… el principio de favorabilidad no opera solo, es decir no se puede ejecutar por 

sí mismo sin que previamente se realice una vinculación a otros principios, en 

otras palabras, su aplicación debe fundarse en el análisis previo de por lo menos 
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los principios de legalidad, proporcionalidad, igualdad e irretroactividad, de tal 

manera que, el juzgador tenga la plena convicción de que el principio de 

favorabilidad pueda ser aplicado”. (Prado, 2019). 

La Constitución de la Republica del Ecuador (2008), establece: 

“Art. 326.- … (…) 3. En caso de duda sobre sobre el alcance de las disposiciones 

legales, reglamentarias o contractuales en la misma materia laboral, estas se 

aplicarán en el sentido más favorable a las personas trabajadoras”. 

(Constitución de la República del Ecuador, 2008). 

El Código de Trabajo en el Ecuador, establece: 

“Art. 7.- Aplicación favorable al trabajador. – En caso de duda sobre el alcance 

de las disposiciones legales, reglamentarias o contractuales en materia laboral, 

los funcionarios judiciales y administrativos las aplicaran en el sentido más 

favorable a los trabajadores”. (Código de Trabajo , 2005). 

 

Según lo expuesto anteriormente quienes ejerzan la administración de justicia o los 

funcionarios dentro de la administración pública están obligados a aplicar la ley o el 

reglamento que más favorezca al trabajador, por ningún concepto pueden empeorar y peor 

aún aplicar una norma desfavorable para con el trabajador por que esto estaría 

contraviniendo al principio constitucional de pro trabajador, es decir que los derechos del 

trabajador tienen una protección especial y preferente. 

2.2.8. Análisis del artículo 33 de la Constitución de la República del Ecuador (2008) 

Toda persona tiene derecho a obtener una vida digna, a un salario o a una fuente de trabajo 

que le permita vivir dignamente, zacear sus necesidades, a obtener por su trabajo un 

salario justo y equitativo lo que conllevara a que tenga una vida decorosa, saludable,  por 

ende tenga acceso a los servicios y bienes que le brinda la sociedad por eso precisamente 

se manifiesta que el trabajo es un derecho y un deber social y un deber económico, es 

decir que todo los ciudadanos tenemos derecho a trabajar, trabajo que le permitirá obtener 
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un ingreso económico y con cuyo ingreso económico le permita vivir tanto él como su 

familia dignamente como un ser humano y que por lo menos tenga derecho a los servicios 

y alimentos básicos. 

 

2.2.9. Despido indirecto o Ius Variandi 

“El obligar a un trabajador a renunciar, de probarse constituye un despido 

indirecto, y naturalmente injustificado, lo que obliga a la empresa a pagar la 

respectiva indemnización por despido injustificado”. (Gerencie.com, 2019). 

Como lo indique anteriormente el empleador mucha de las veces utiliza artimañas, con el 

único fin de obligar al trabajador a que renuncien al cargo o función que viene 

desempeñando, esto se contrapone a la conceptualización de la renuncia que debe ser 

voluntaria es decir que debe ser libre y sin coacción de ninguna naturaleza, si un 

trabajador es su deseo renunciar esta renuncia tiene que ser con voluntad, sin presión 

alguna por parte del empleador, en caso de comprobarse que esta renuncia ha sido bajo 

presión, no ha sido con voluntad del trabajador constituye un despido indirecto por lo que 

el empleador está obligado a pagar una indemnización por este despido injustificado, es 

común que el empleador al contratar a un trabajador previo a suscribir el contrato 

primeramente le hace firmar su renuncia, lo cual como lo manifieste anteriormente es 

ilegal e injusto, renuncia que el empleador lo puede hacer efectiva en cualquier momento 

de ahí precisamente que el trabajador puede justificar o demostrar que él no ha renunciado 

en forma libre o voluntaria si no que le hicieron firmar su renuncia contra su voluntad, 

por lo tanto esta renuncia carece de validez porque está viciada, y por lo tanto se convierte 

en un despido ineficaz, es decir que no tiene eficacia o valor alguno por lo tanto ya sea la 

autoridad administrativa o judicial inadmitirá esta renuncia declarando que no tiene 

validez y condenando al empleador a cancelar una indemnización a favor del trabajador 
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por este hecho injusto e ilegal que ha cometido en desmedro de los derechos del 

trabajador. 

 

2.3. PREGUNTAS DE INVESTIGACIÓN 

Se formula las preguntas de investigación según hechos, fenómenos o caso de estudio. 

1. ¿SABE QUE ES EL VISTO BUENO? 

El visto bueno es un trámite de carácter administrativo que se lo presenta ante el Inspector 

de Trabajo para lograr de este una resolución para terminar el contrato de trabajo cuando 

esta autoridad administrativa ha verificado que el empleador o el trabajador han incurrido 

en las causales previstas en los artículos 172 y 173 del Código de Trabajo. 

2. ¿EN EL CASO DE ESTUDIO LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA DIO LA 

DEBIDA PROTECCIÓN JURÍDICA AL TRABAJADOR? 

En el caso materia de estudio, de manera lamentable la señora Inspectora de Trabajo no 

aplica ninguno de los principios jurídicos laborales previstos en el artículo 326 de la 

Constitución de la República del Ecuador, como son la irrenunciabilidad e intangibilidad 

de derechos, el principio de favorabilidad, el principio de protección, principios jurídicos 

también recogidos en los artículos 4, 5 y 7 del Código de Trabajo. 

3. ¿CREE USTED QUE POR LA NEGLIGENCIA O EL DESCONOCIMIENTO 

LEGAL DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA DEL TRABAJO SE 

PUEDE SACRIFICAR EL DERECHO AL TRABAJO DE UNA PERSONA? 

Partiendo de la disposición constitucional que dispone que el trabajo es un derecho y un 

deber social, un derecho económico fuente de realización personal y base de la economía 

nacional, ninguna persona por más nivel de autoridad que ostente sin la debida motivación 

y sin el debido sustento jurídico puede sacrificar un derecho consustancial a cada de las 



22 
 

personas, como es el derecho al trabajo que es la actividad a través de la cual toda persona 

se provee de recursos económicos para la satisfacción de sus necesidades personales y 

familiares, de tal manera que para ocupar una función en la que se deba resolver aspectos 

de tan trascendental importancia debe existir un adecuado, concurso de méritos y 

oposición para que a esas funciones accedan personas debidamente calificadas y 

capacitadas. 

4. ¿EN EL CASO PLANTEADO CONSIDERA QUE SE HAN VULNERADO 

DERECHOS LABORALES? 

En el caso materia de estudio se vulneró uno de los principales derechos que tenemos las 

personas que precisamente es el derecho al trabajo, subsidiariamente se afectó al derecho 

del buen vivir de la trabajadora despedida, habiendo omitido en todo el trámite de visto 

bueno la aplicación de los principios generales del derecho laboral como son el principio 

de irrenunciabilidad e intangibilidad de derechos, el principio de protección y el principio 

de favorabilidad. 

5. ¿CONSIDERA QUÉ CON LA IMPUGNACIÓN DE VISTO BUENO 

REALIZADA POR LA PERSONA AFECTADA EN ESTE CASO FUERON 

REPARADOS TODOS SUS DERECHOS? 

A mi modo de ver la normativa legal vigente que en caso de que a través de la justicia 

ordinaria se acepte la impugnación al trámite de visto bueno, el trabajador perjudicado 

sea beneficiado del pago de la indemnización por despido intempestivo, no reparó en su 

totalidad los derechos vulnerados de la trabajadora, ya que el desconocimiento, 

ignorancia o negligencia de un Inspector de Trabajo que emite una resolución antijurídica 

ocasionándole la pérdida de su puesto de trabajo a una persona no puede ser resarcido 

solo con el pago de una indemnización, si no que en estos caso a más de  la sanción que 
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se le debería aplicar a la Autoridad Administrativa del Trabajo al trabajador injustamente 

despedido mediante trámite de visto bueno se le debería reintegrar a su trabajo habitual. 

6. ¿CREE USTED QUÉ CON EL SOLO PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN SE 

REPARARON LOS DERECHOS DE LA TRABAJADORA AFECTADA? 

Considero que urge una reforma en este sentido ya que si un trabajador pierde su trabajo 

no es por culpa suya sino más bien por la conducta a veces inmoral, corrupta y negligente 

de un funcionario administrativo del trabajo que tiene en sus manos el poder de en base a 

una resolución disponer que la relación laboral continúe o termine. Pues en el caso de que 

la Autoridad Judicial estime que es ilegal dicha resolución del Inspector de Trabajo lo 

justo debería ser el reintegro al puesto de trabajo más el pago de las remuneraciones y 

beneficios de ley por el tiempo que el trabajador estuvo cesante en su trabajo, no por su 

culpa si no por culpa del Inspector de Trabajo que debería recibir también una sanción 

ejemplar en el ámbito administrativo. 
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CAPÍTULO III 

METODOLOGÍA 

Ámbito de estudio. 

El ámbito de estudio del presente caso tiene su espacio en la administración pública 

representada legalmente por instituciones públicas con capacidad legal para sancionar. 

Se impulsa el análisis, la crítica y la argumentación jurídica durante el proceso del estudio 

del caso. 

Tipo de investigación. 

En el presente análisis o estudio de caso se ha utilizado la investigación aplicada mediante 

estudios descriptivos e investigativos, así como también tiene connotación no 

experimental porque es un hecho real. 

Investigación descriptiva. 

Es aquella que nos permite identificar a través de la descripción las personas que son parte 

del proceso y las instituciones inmersas en las resoluciones. 

Investigación de campo. 

He obtenido la información en el lugar mismo donde se han emitido las resoluciones.  

Nivel de investigación. 

Derecho laboral y constitucional. 

Métodos de investigación. - La metodología del análisis o estudio de caso aplicado es la 

siguiente: 

Método analítico: Sirvió para analizar las inconsistencias en la resolución emitida por la 

Inspectora de Trabajo de Bolívar en el caso materia de análisis.  
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Método sistemático: Permitió unificar el contenido académico tratado por partes 

separadas para facilitar su comprensión sobre el asunto que se analiza. 

Método inductivo: Utilicé para analizar los hechos particulares o individuales para llegar 

a comprender el contenido de las diferentes resoluciones administrativas. 

Método bibliográfico: Me permitió recabar información veraz y confiable de la doctrina 

a través de los medios de recolección de datos. 

Diseño de la investigación en el análisis o estudio de caso. 

Área del conocimiento: Estado social de derechos, saberes jurídicos. 

Sub línea de investigación: Derecho Constitucional. 

 

DESCRIPCIÓN DEL TRABAJO INVESTIGATIVO REALIZADO 

3.1.Redacción del cuerpo del estudio de caso 

La Ingeniera Jenny Marilu Fierro Saltos se desempeñaba en calidad de Jefe de Agencia 

de la ciudad de Guaranda desde el 7 de abril de 2009, mediante la suscripción del 

respectivo Contrato de Trabajo, cargo que fue ratificado por el Consejo de Administración 

el 5 de noviembre de 2010, y posteriormente mediante oficio ratificatorio como Jefe 

Titular de la Agencia Guaranda por parte del gerente de esa época Ing. Víctor Hugo 

Quizhpe. Durante el tiempo de trabajo en la ciudad de Guaranda se desempeñó acorde a 

las directrices y políticas de la Institución, hasta que en febrero del año 2017 recibe la 

disposición de trasladarse a la ciudad de Chimbo para cumplir con las funciones de Jefe 

de Agencia en dicha ciudad, lo que la trabajadora acepta voluntariamente en base a lo que 

dispone el art. 70 del Reglamento Interno de Trabajo de la Cooperativa de Ahorro y 

Crédito Juan Pio de Mora que dispone “La Cooperativa y el trabajador podrá acordar 

el traslado temporal de su personal a cualquier sitio del territorio nacional…”, como 
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queda evidenciado cualquier traslado era producto del acuerdo entre el Gerente y el 

trabajador, y tenía el carácter de temporal, es decir por un periodo determinado de tiempo 

para luego volver a su puesto habitual; en el presente caso no sucede esto si no que con 

fecha 15 de marzo de 2018 recibe una nueva notificación y con el mismo sustento legal 

del art. 70 del Reglamento Interno de Trabajo, no para retornar a Guaranda si no para 

trasladarse a prestar sus servicios como Jefe de Agencia en la ciudad de Chillanes, ante 

lo cual la trabajadora ejerciendo su legítimo derecho presenta su desacuerdo con dicho 

cambio en base al mismo art. 70 del Reglamento Interno de Trabajo explicando motivos 

de salud, motivos económicos y motivos familiares por los cuales no podía cumplir con 

dicha disposición, lo cual es informado también a la señora Jefe de Talento Humano, pese 

a eso el Gerente de la Institución con fecha 20 de marzo y 4 de abril  insiste en que se 

traslade a trabajar en la ciudad de Chillanes, contestando la trabajadora de manera 

inmediata y explicando los motivos por los cuales no puede cumplir con dicha 

disposición, existiendo una última insistencia de traslado el 9 de abril de 2018, hasta que 

con fecha 10 de mayo de 2018 la Inspectora de Trabajo de Bolívar califica una petición 

de Visto Bueno sustentada en los numerales 2 y 5 del artículo 172 del Código de Trabajo. 

Trámite de Visto Bueno. 

En los primeros días del mes de mayo del 2018 el Gerente de la Cooperativa de Ahorro y 

Crédito Juan Pio de Mora presenta una solicitud de Visto Bueno para dar por terminada 

la relación laboral entre la Cooperativa y la trabajadora, argumentando que ha incurrido 

en los numerales 2 y 5 del art.172 del Código de Trabajo sin explicar tiempo, 

circunstancias, ni hechos fácticos que haya cometido la trabajadora, como para que haya 

mérito de que se tramite un Visto Bueno, argumentando que ha incumplido el art. 76 

Numeral 1 del Manual de Perfiles y Funciones; esta solicitud de visto bueno legalmente 

ni si quiera debió haber sido calificada por la Autoridad Administrativa del Trabajo ya 
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que no cumplía con los requisitos del art. 142 del Código Orgánico General de Procesos 

que se constituye norma supletoria en materia laboral por disposición del art. 6 del Código 

de Trabajo. 

Sin embargo de lo manifestado el 10 de mayo de 2018 a las 14h25 la Inspectora de 

Trabajo de Bolívar avoca conocimiento de la solicitud de visto bueno, la acepta a trámite 

y a criterio de ella reunía todos los requisitos de Ley, por lo que una vez calificada dicha 

solicitud de visto bueno se notifica a la trabajadora accionada para que realice su 

contestación, habiendo manifestado que las supuestas faltas por las cuales se pretendía 

instaurar el visto bueno ya han sido sancionadas anteriormente, y en la contestación se 

hace notar a la Inspectora de Trabajo que desde un tiempo atrás existe un hostigamiento 

o acoso laboral hacia la trabajadora ya que de manera continua se le está cambiando de 

sitio de trabajo y hace notar que ninguno de los fundamentos de hecho y de derecho de la 

solicitud de visto bueno son correctos e inclusive se alega la prescripción de la acción. 

Con fecha 23 de mayo del 2018 se realiza la diligencia de investigación en la que el 

empleador tampoco logra probar ninguno de los fundamentos de hecho y de derecho y 

entregan a la Inspectora de Trabajo un informe de auditoría interna de fecha 27 de abril 

de 2018 en el que indica que incumple con las metas en relación a la colocación de crédito 

y recuperación de cartera, por lo que se encuentra con un índice de morosidad por lo tanto 

indican que ha incumplido con el Manual de Políticas de Procedimientos de Crédito y 

Cobranzas. De igual manera indican que existen varias quejas por parte de socios de la 

entidad, quejas que mencionan son verbales y no presentan ninguna por escrito, dicen que 

se le ha hecho un sin número de llamados de atención en cuanto a la mora y que existe 

una actuación negativa ante sus compañeros y es esta la razón por lo que ha incurrido en 

los numerales 2 y 5 del art 172 del Código del Trabajo lo cual es suficiente causal para 

terminar la relación laboral. La defensa de la trabajadora en la diligencia de investigación 



28 
 

hace notar a la Inspectora de Trabajo que dicha solicitud no cumple con el elemento 

esencial de describir con claridad y precisión los fundamentos de hecho y de derechos ni 

los elementos fácticos que motiven la acción de visto bueno, es decir que ni en la solicitud  

de visto bueno ni en la diligencia de investigación no demostraron el cometimiento de 

ninguna falta, se hace hincapié de que no se precisa de manera puntual la disposición 

legal o reglamentaria de la Cooperativa que haya motivado y sancione la indisciplina o 

desobediencia grave por parte de la trabajadora, hace conocer a la Inspectora de Trabajo 

que ha revisado de manera prolija el Reglamento Interno de Trabajo de la mencionada 

Cooperativa, y específicamente el art. 84 que regula y sanciona las faltas graves cometidas 

por los trabajadores y que como sanción tienen una multa de hasta el 10% de la 

remuneración mensual del trabajador y solo en caso de reincidencia dentro de un periodo 

mensual de labores se terminara la relación laboral por visto bueno, además hace notar a 

la Autoridad del Trabajo que dicho reglamento al referirse a las faltas graves el literal p 

dispone: “Por ineptitud en el desempeño de las funciones para las cuales haya sido 

contratado el mismo que se determinará en la evaluación de desempeño”. En el presente 

caso no se ha presentado evaluación de desempeño alguna que haga evidente una 

ineptitud manifiesto en el desempeño de las funciones de la trabajadora. El Código 

Orgánico General de Procesos que constituye norma supletoria en materia laboral al 

referirse a la prueba dice en su art. 158 que “La prueba tiene por finalidad llevar a la o 

al juzgador al convencimiento de los hechos y circunstancias controvertidos”, y para 

que sea admisible una prueba debe reunir los requisitos de pertinencia, utilidad y 

conducencia, y la prueba deberá referirse directa o indirectamente a los hechos o 

circunstancias controvertidos. 

Sin embargo de lo manifestado mediante resolución del 6 de junio de 2018, la señora 

Inspectora de Trabajo de Bolívar dice: “a fojas 15 del expediente consta el oficio N° 
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730DTH-COA-CJPM de fecha 15 de marzo de 2018, suscrito por la Ingeniera Mariuxi 

Gaibor, Jefe de Talento Humano de la Cooperativa de Ahorro y Crédito Juan Pio de 

Mora LTDA, en el cual dispone el traslado de la Ing. Jenny Fierro a fin de prestar sus 

servicios como Jefe de Agencia del cantón Chillanes, disposición que hasta la fecha en 

el que se llevó a cabo la diligencia de investigación de los fundamentos de la solicitud 

de visto bueno no ha sido acatada por la trabajadora, incumpliendo con lo previsto en 

el art. 5 del Reglamento Interno de Trabajo de la Cooperativa de Ahorro y Crédito Juan 

Pio de Mora, el cual manifiesta: Órdenes Legitimas.- con apego a la ley dentro de las 

jerarquías establecidas en el organigrama de la cooperativa, los trabajadores deben 

obediencia y respeto a sus superiores a más de las obligaciones que corresponden a su 

puesto de trabajo, deberán ceñirse a las instituciones y disposiciones legales, sea 

verbales o por escrito de sus jefes inmediatos”, por lo que resuelve aceptar la solicitud 

de visto bueno. 

Queda evidenciado en el presente caso que las supuestas faltas cometidas por la 

trabajadora eran la falta de colocación del dinero y la no recuperación de cartera 

situaciones que ya fueron sancionadas mediante llamados de atención, nunca el 

empleador en la solicitud de visto bueno ni en la diligencia de investigación manifestó 

que el visto bueno se instauraba por que la trabajadora no acato las ordenes de la señora 

Jefe de Talento Humano para trasladarse a la ciudad de Chillanes, ese no era la causal de 

visto bueno y no podía serlo tampoco porque el mismo art. 70 del Reglamento dispone 

que el traslado temporal del personal se lo hará previo acuerdo entre el empleador y el 

trabajador de tal manera que nunca la trabajadora incumplió el art. 5 del Reglamento 

como maliciosamente señala la Inspectora de Trabajo más aun cuando la misma 

disposición legal expresa que deberá cumplirse la órdenes y disposiciones cuando estas 

son emitidas con apego a la Ley, y lo que se olvida también la Inspectora de Trabajo es 
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que el Reglamento Interno de Trabajo de la Cooperativa debe ser cumplido tanto por el 

empleador como por el trabajador. 

Impugnación por Vía Judicial de la Resolución de Visto Bueno. 

Con la resolución emitida por la Inspectora de Trabajo de Bolívar con fecha 14 de junio 

de 2018 en la Unidad Judicial Civil de la ciudad de Guaranda se presenta la demanda 

impugnando la solicitud de visto bueno, demanda que es calificada el viernes 20 de julio 

de 2018, para luego remitir deprecatorio a la Unidad Judicial Multicompetente del cantón 

San Miguel de Bolívar a fin de citar al representante legal de la Cooperativa Juan Pio de 

Mora, habiendo sido citado legalmente el martes 24 de julio de 2018, convocándose a la 

Audiencia Única que se realizó el miércoles 26 de septiembre de 2018, audiencia en la 

que se sustentó todos los elementos jurídicos que avalaron la pretensión de la trabajadora 

en cuanto se refiere a impugnar la resolución de visto bueno dictada el 7 de junio de 2018, 

amparada en lo que dispone el art. 183 del Código del Trabajo que da la potestad de acudir 

ante el Juez de Trabajo para impugnar la resolución del Inspector de Trabajo, 

correspondiéndole en la vía judicial al juzgador analizar únicamente la actuación de la 

actora en los hechos que fundamentaron la solicitud de visto bueno, por lo que una vez 

declarada la existencia de la relación laboral se debió determinar cómo concluyo la 

misma, manifestando la actora que la relación laboral concluyo por un visto bueno el 

mismo que no estaba justificado conforme a derecho por lo que fue despedida en forma 

intempestiva conforme constan en el libelo de la demanda. 

La juzgadora al realizar el análisis jurídico del despido intempestivo y del despido 

indirecto recoge criterios doctrinarios de varios tratadistas: 

“Al respecto, Carlos Molero Manglano y otros en el “Manual de Derecho del 

Trabajo”, Editorial Aranzandi S.A., 2008, pg. 561 manifiesta en cuanto al 

despido intempestivo “es el empresario quien despide, y por circunstancias 
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ajenas al trabajador, cuya voluntad no interviene en la producción del hecho 

extintivo,”; en igual sentido Colón Bustamante manifiesta: “(…) el despido 

intempestivo es un acto unilateral ejecutado por el empleador, dando por 

terminada a la relación laboral existente con el trabajador, impidiendo que siga 

prestando sus servicios.” (Colón Bustamante Fuentes: “Manual de Derecho 

Laboral”, Editorial Jurídica del Ecuador, 2012, pg. 337), por este motivo el 

despido intempestivo es un hecho objetivo ocurrido en un lugar y tiempos 

determinados, demostrable por una relación fáctica y circunstancial que debe 

probarse fehacientemente, así se ha pronunciado la SALA DE LO LABORAL Y 

SOCIAL de la Ex Corte Suprema de Justicia en su fallo publicado en la Gaceta 

Judicial. Año XCVII. Serie XVI. No. 10. Pág. 2671 el 3 de febrero de 1998, en la 

que señala: “…b) El otro asunto de importancia primordial en la controversia y 

que es materia de la casación al tenor de las disposiciones enunciadas es el 

relativo al Despido Intempestivo o ruptura violenta del vínculo de trabajo. Al 

respecto vale precisar: 1) El despido tipificado en la ley y de acuerdo con las 

múltiples resoluciones adoptadas supone una identificación objetiva, fáctica y 

circunstancial que demuestra el afán, el ánimo del empleador de terminar 

unilateralmente la relación laboral…”. Sin embargo de lo manifestado, dice 

también la doctrina que todas las situaciones en las cuales por un 

comportamiento del empleador se crean ambientes que se imposibilitan la 

continuidad de la prestación de servicios se configuran como un despido 

indirecto, en el cual si bien el empleador no es quien declara la rescisión del 

contrato, esta se produce al violar los derechos del trabajador, pues lo coloca en 

el trance de no proseguir en la prestación de sus servicios por el detrimento que 

esto significa en su vida. Para el maestro argentino Guillermo Cabanellas, el Ius 

Variandi es el “Derecho de variar o facultad de modificar. Potestad que una u 

otra de las partes, el empresario o el trabajador, posee para alterar las 

condiciones convencionales o iniciales del contrato” [CABANELLAS Guillermo 

(1949), Tratado de Derecho Laboral, Tomo II, Ediciones El Gráfico Impresiones, 

Buenos Aires, Argentina, 1a. edición Tomo V, Pp. 46]; es decir, se trata de la 

facultad de alterar en contrato de trabajo que asiste a las dos partes por igual y 

puede ser iniciativa de cualquiera de ellas, sin embargo requiere necesariamente 

la voluntad de los dos contratantes para hacerlo. No se trata entonces de un acto 

unilateral de simple voluntad de las partes intervinientes, porque en tal sentido 
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se convertiría en un acto de violación expresa de normas por parte del empleador 

hacia el trabajador o de reglamentos internos de trabajo si naciera de la voluntad 

sola del trabajador. Habitualmente en el Ius Variandi es la parte empleadora 

quien utiliza la posibilidad de modificar ciertas características del contrato de 

trabajo, potestad patronal que en esencia no es ilícita, pues debe entenderse que 

el empleador puede realizar variaciones a la contratación siempre que no 

signifiquen un perjuicio para la parte trabajadora, en este sentido esta potestad 

debe ser razonablemente ejercida, es decir; el empleador debe poder invocar 

razones objetivamente válidas para justificar su ejercicio y considerar el límite 

que el sentido común e incluso la sana convivencia social exigen. Ampliando este 

concepto, el maestro laboralista Máximo Monzón, clasifica al ius variandi en 

normal y excepcional, refiriéndose al primero manifiesta “(…) otorga la 

posibilidad de introducir pequeñas modificaciones en cualquier momento de la 

ejecución del contrato, (…)” que se entiende debe contar con la anuencia de la 

otra parte y respecto al segundo continúa indicando se refiere a “modificar las 

condiciones en que se presta el trabajo por el surgimiento de un imprevisto estado 

de emergencia (…)” [MONZÓN Máximo. (1956) “En torno al jus variandi” 

Revista Argentina del Derecho del Trabajo. Argentina. Pp. 136]; es decir que 

correspondiendo a un cambio involuntario, responde únicamente a un hecho 

emergente y por lo tanto transitorio que puede modificar temporalmente y de 

forma justificada una condición del contrato laboral; en este sentido es entonces 

menester determinar que el cambio de las condiciones de contratación no siempre 

constituyen despido intempestivo o indirecto, pero el abuso del IUS VARIANDI 

por parte del empleador que conlleve una merma en las condiciones de trabajo 

del subordinado o repercuta negativamente en su vida, salud, seguridad u otros 

aspectos de carácter fundamental evidentemente vulnera los derechos del 

trabajador y por tanto constituye un despido intempestivo indirecto, el cual está 

sancionado por nuestra legislación de la misma forma que el despido 

intempestivo directo. Es de recalcar que si bien el artículo 192 del Trabajo se 

refiere únicamente al cambio de ocupación, la realidad de la existencia del 

despido indirecto por el cambio en otras condiciones laborales, tal como la 

remuneración, el lugar o incluso el horario de trabajo se asimilan a la misma 

normativa, pues constituyen cambios que a más de ser justificados NO DEBEN 

PERJUDICAR AL TRABAJADOR en su dignidad, su estabilidad, y en general en 
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sus condiciones de vida tal como lo ha señalado la jurisprudencia nacional en 

varios fallos, verbigracia la resolución emitida por la Tercera Sala de lo Laboral 

y Social de la Ex Corte Suprema de Justicia de 25 de abril de 1997  publicado en 

el Repertorio  Jurídico XLIII, 1997, p. 115 ( Fallos similares: Sentencia: 28-jul-

1999, RO 325: 24-NOV-1999) que en su parte pertinente dice: “La doctrina llama 

despido indirecto al cambio de sitio de trabajo por parte del empleador al 

trabajador cuando éste significa una desmejora en su condición de vida. Esta 

desmejora equivale a un despido intempestivo cuando el trabajador no ha dado 

su consentimiento y ha reclamado dentro de los 60 días de producido el 

cambio…” [lo subrayado me corresponde]; también el fallo de la SALA DE LO 

LABORAL Y SOCIAL de la Ex Corte Suprema de Justicia en su fallo publicado 

en la Gaceta Judicial. Año XCVII. Serie XVI. No. 10. Pág. 2671 el 3 de febrero 

de 1998, en la que señala: “…b) El otro asunto de importancia primordial en la 

controversia y que es materia de la casación al tenor de las disposiciones 

enunciadas es el relativo al Despido Intempestivo o ruptura violenta del vínculo 

de trabajo. Al respecto vale precisar: 1) El despido tipificado en la ley y de 

acuerdo con las múltiples resoluciones adoptadas supone una identificación 

objetiva, fáctica y circunstancial que demuestra el afán, el ánimo del empleador 

de terminar unilateralmente la relación laboral…” aunque efectivamente, como 

lo ha señalado también la SALA DE LO LABORAL Y SOCIAL de la Ex Corte 

Suprema de Justicia en su fallo publicado en la Gaceta Judicial Año XCVII. Serie 

XVI. No. 9. Pág. 2388.de  9 de septiembre de 1997, que dice: “Ahora bien, la 

configuración, del despido no se realiza necesariamente a través de un acto 

unilateral y arbitrario por parte del empleador, también hay casos, a los que la 

doctrina denomina despidos indirectos, denominación que corresponde a todas 

las situaciones en las cuales por un comportamiento del empleador, el trabajador 

se considera en situación de despido.”[lo subrayado me corresponde];  o el fallo 

de la SALA DE LO LABORAL de la CORTE NACIONAL DE JUSTICIA de fecha 

30 de mayo de 2012 dentro del JUICIO No.840-10 que dice: “Sobre la 

impugnación de los demandados este Tribunal aprecia que, en los considerando 

Quinto literal A del fallo de instancia, la Sala de la Corte Provincial establece el 

despido intempestivo según el Art. 188 del Código del Trabajo, por el cambio de 

ocupación. “el cambio de ocupación es lo que en doctrina se llama el despido 

indirecto para designar a todas las situaciones en las cuales por un 
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comportamiento del empleador, el trabajador se considera en situación de 

despido, creándose ambientes que imposibilitan la continuidad de la prestación 

de servicios.”(lo subrayado me pertenece) 3 Al respecto despido existe por cuanto 

“la conducta seguida revela en el patrono un propósito de salir por vía sinuosa 

del trabajador o por lo menos, poner a éste en caso de retirarse del servicio “4;.- 

El despido intempestivo, como forma de concluir la vinculación contractual, 

consiste en cualquier procedimiento directo o indirecto que utiliza el patrono con 

el propósito de terminar unilateralmente la relación laboral; y, en el caso del 

cambio de ocupación se lo conoce como despido indirecto. El trabajo no es 

pactado entre el trabajador y su empleador este se produce por las necesidades 

de la empresa y por conveniencia del empleador, las prestaciones laborales 

pactadas sufren cambios y modificaciones. Por lo que el cambio de las 

condiciones laborales, cuando no van en contra del trabajador, son consideradas 

como normales. “Es admisible. Si las nuevas condiciones no influyen sobre el 

sueldo y jerarquía, la negativa del trabajador a realizarlas implica la ruptura del 

contrato por su culpa; ya que el simple cambio de tareas del trabajador, sin que 

el mismo se traduzca en peligro para su salud, ni en desmedro para su salario, ni 

en injuria para su persona, no es causa determinante de ruptura del contrato de 

trabajo; todo ello si concuerda con la buena marcha de la empresa y siempre que 

no cause a algún subordinado una lesión física, moral o material; como tampoco 

una modificación esencial del contrato de trabajo. El cambio de tareas, cuando 

tiene carácter accidental, rara vez constituye injuria; y más aún cuando no surge 

que dicha variación haya sido con el propósito manifiesto de menoscabar la 

dignidad o jerarquía del trabajador. - 3 JUICIO LABORAL Ángel Felipe Loor 

contra Cementos Selva Alegre, s.l, s.f. 4 DE FERRARI FRANCISCO citando a 

Rafael Caldera, en Derecho del Trabajo, Vol II, el segundo del Trabajo”, página 

371. 1 2.- el censurable.- por el contrario, constituyen injuria laboral ( v.) que 

justifica la situación de despido en que se coloca al trabajador, las alteraciones 

capaces de provocar un daño, ya sea moral, económico o físico cuando el cambio 

de tareas va en detrimento de la salud del trabajador o cuando dicho cambio 

significa un agravio moral para este.- Si dada la índole del nuevo trabajo, por 

razones circunstanciales, resulta inadecuado el cambio, se justifica que el 

trabajador se considere en situación de despido; como también cuando el 

traslado representa una rebaja en la remuneración, por la injuria que cause a los 
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intereses de este. si el cambio de tareas acarrea modificación substancial del 

contrato de trabajo, el trabajador no está obligado a consentir el mismo, y puede 

darse por despedido; […].” [lo subrayado me pertenece]; Al ser este un principio 

SUPRANACIONAL, la Jurisprudencia de otros países también recoge este tema, 

por ejemplo la Sentencia T-407 del 5 de junio de 1992 emitido por la Corte 

Constitucional de Colombia [Magistrado Ponente: Dr. Simón Rodríguez 

Rodríguez] que en su parte pertinente dice: "Ha advertido esta Corte que el 

llamado ius variandi -entendido como la facultad que tiene el patrono de alterar 

las condiciones de trabajo en cuanto al modo, lugar, cantidad o tiempo del mismo, 

en virtud del poder subordinante que ejerce sobre sus trabajadores- está 

"determinado por las conveniencias razonables y justas que surgen de las 

necesidades de la empresa" y que de todas maneras "habrá de preservarse el 

honor, la dignidad, los intereses, los derechos mínimos y la seguridad del 

trabajador"; El ius variandi no es absoluto. Está limitado, ante todo, por la norma 

constitucional que exige para el trabajo condiciones dignas y justas (art. 25 C.N.), 

así como por los principios mínimos fundamentales señalados por el artículo 53 

de la Carta en lo que concierne al estatuto del trabajo. Y, por supuesto, su 

ejercicio concreto depende de factores tales como las circunstancias que afectan 

al trabajador, la situación de su familia, su propia salud y la de sus allegados, el 

lugar y el tiempo de trabajo, sus condiciones salariales, la conducta que ha venido 

observando y el rendimiento demostrado. En cada ejercicio de su facultad de 

modificación el empleador deberá apreciar el conjunto de estos elementos y 

adoptar una determinación que los consulte de manera adecuada y coherente. En 

últimas, debe tomar en cuenta que mediante aquella no queda revestido de unas 

atribuciones omnímodas que toman al trabajador como simple pieza integrante 

de la totalidad sino como ser humano libre, responsable y digno en quien debe 

cristalizarse la administración de justicia distributiva a cargo del patrono”. [lo 

subrayado me corresponde].  En la especie, del relato mismo de los hechos se 

deduce que la ex trabajadora concurre a la autoridad a reclamar el cambio de 

sus condiciones laborales que a su entender han configurado un despido 

intempestivo; en este sentido es menester analizar si dentro del proceso se ha 

probado tales circunstancias que irían en desmedro de los derechos de la 

trabajadora, así tenemos: 1.-  A fojas 83 y 84 consta el contrato de trabajo 

suscrito por la señora Fierro Saltos Jenny Marilu en calidad de trabajadora y la 
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Cooperativa de Ahorro y Crédito Juan Pio Ltda., por medio de su representante 

, Gerente, como parte empleadora; en cuya clausula PRIMERA estipula “La Ing. 

Fierro Saltos Jenny Marilu, viene trabajando para la Cooperativa de Ahorro y 

Crédito Juan Pio de Mora desde el 7 de Abril del 2009 y continua prestando sus 

servicios hasta la presente fecha desempeñando las funciones de Jefe de Agencia 

en la Cooperativa Juan Pio de Mora; a fs. 2 consta la Designación por parte del 

Consejo Administrativo que en sesión ordinaria de 1 de marzo del 2016 resuelve 

designar a la Ing. Jenny Marilú Fierro Saltos, como Jefe Titular de la Agencia de 

la ciudad de Guaranda, con una remuneración mensual como Jefe 

Departamental, (lo subrayado me pertenece); de lo que se concluye que la 

trabajadora fue contratada para prestar sus servicios en la ciudad de Guaranda 

y por lo tanto cualquier cambio dentro de esta circunscripción geográfica puede 

entenderse como legal y consentido pues no altera grandemente su estilo de vida, 

organización familiar, no afecta su salud, ni su seguridad, por lo tanto es 

aceptable; sin embargo el empleador en claro abuso del IUS VARIANDI pueda 

cambiar a la trabajadora de ciudad y menos aún de cantón, pues tal afirmación 

sería otorgar un poder ilimitado al empleador que de creerlo conveniente estaría 

facultado para disponer el trabajo en cualquier lugar del territorio nacional o 

incluso fuera de él sin consideración lo que dicho cambio implica en la vida del 

trabajador y su familia, poder injustificado que al atentar contra los principios 

constitucionales y legales vigentes; 2.-  A fojas 29 consta la copia de la 

comunicación de fecha 15 de marzo de 2018 suscrita por la señora Ing. Mariuxi 

Gaibor H., Jefe Talento Humano, mediante la cual se comunica a la señora Jenny 

Fierro Saltos que “…a partir del martes 20 de marzo de 2018, se presente a 

prestar sus servicios como Jefe de Agencia en nuestra entidad Chillanes con igual 

remuneración y funciones por un período de 9 meses hasta el cierre del año y 

amparados en el Reglamento Interno Capítulo XII en el Art. 70, “ La Cooperativa 

y el trabajador podrán acordar el traslado temporal a su personal a cualquier 

sitio del territorio nacional, según lo estime conveniente y según las funciones 

que el puesto lo requieran con el fin de cumplir lo objetivos de la Cooperativa”. 

Sírvase realizar el acta entrega recepción de los activos y documentos al Ab. Juan 

Carlos Zavala V; 3.- A fojas 37 a 39 consta el oficio remitido por la señora Jenny 

Marilu Fierro Saltos a Ing. Pedro Pablo Lucio, como Gerente de la Cooperativa 

Juan Pio de Mora Ltda., en el que le manifiesta que no está de acuerdo por 



37 
 

motivos de salud y adjuntado un certificado médico que señala que tiene 

problemas de Hipocalcemia por una operación de tiroides y necesita tratamiento 

médico, así como señala en el mismo que no se ha cumplido con lo establecido 

con el artículo 70 del Reglamento Interno de la Cooperativa de Ahorro y Crédito 

Juan Pio que señala que la Cooperativa y el trabajador podrán acordar el 

traslado temporal a su personal a cualquier sitio del territorio nacional, según lo 

estime conveniente y según las funciones que el puesto lo requiera con el fin de 

cumplir los objetivos de la Cooperativa, que ella ni verbal ni por escrito ha 

manifestado estar de acuerdo con el traslado (el subrayado me pertenece). Se 

concluye que efectivamente la Cooperativa de Ahorro y Crédito Juan Pio Ltda. 

tomó la decisión de trasladar a la actora a la Agencia Chillanes de la ciudad de 

Chillanes para que allí cumpla con el trabajo para el cual fue contratada, esto es 

de Gerente de Agencia, se evidencia además que pese a que para el traslado a la 

ciudad de Chillanes, la trabajadora debía tomar aproximadamente dos horas de 

su tiempo (dos para ir y dos para volver) adicionales a las requeridas para 

transportarse hasta su hogar, no se planteó ningún tipo de reconocimiento 

económico en su remuneración; de estas respuestas se puede deducir además que 

la medida adoptada por la empresa empleadora se realizó únicamente en base a 

las necesidades de la compañía pero sin hacer un análisis de la repercusión en la 

vida de la trabajadora o de su familia y sin considerar en lo absoluto la condición 

especial de la actora por su estado de salud; afectando gravemente sus derechos 

y creando un ambiente que le imposibilita la continuidad de la prestación de 

servicios, pues evidentemente significa una desmejora en su condición de vida y 

salud que le lleva incluso a escoger entre el bienestar propio y de su familia o su 

trabajo, situación por demás injusta y que a todas luces constituye un evidente 

abuso del IUS VARIANDI antes analizado. En función del análisis realizado en 

este considerando y de las pruebas aportadas por las partes con fundamento en 

los principios de la sana crítica conocido también en doctrina “como "persuasión 

racional" y que constituye la posición ecléctica entre los dos métodos extremos 

"la prueba legal" y "la íntima convicción"”, según lo establece Enrique Paillas 

en su obra "Estudios de Derecho Probatorio", páginas 22.  Conceptualización 

que también la encontramos en el "Diccionario de Derecho Usual" de Guillermo 

Cabanellas, Tomo VII, página 293 dice: “Sana crítica: Fórmula de equilibrada 

armonía entre la libertad de criterio y la necesidad de fundarse en la experiencia 



38 
 

y en la razón a que entrega el legislador español, ante los riesgos de la prueba”, 

puesto que el empleador no ha desvirtuado el cambio en las condiciones laborales 

indicadas por la parte trabajadora, ni su carácter emergente, ni que ha existido 

el acuerdo entre el empleador y trabajador para el cambio, se considera probada 

la existencia del despido intempestivo indirecto reclamado en el libelo inicial; 

por lo tanto corresponde que la parte demandada cancelar a favor de la ex 

trabajadora la indemnización prevista en el artículo 188 del Código del Trabajo 

que contempla implícita la bonificación del artículo 185 del mismo cuerpo legal. 

Segunda causa Nro. 5 Articulo 172 del Código de Trabajo, INEPTITUD 

MANIFIESTA DEL TRABAJADOR, en el mismo Reglamento Interno consta el 

capítulo del Régimen Interno de Trabajo de Cooperativa de Ahorro y Crédito 

Juan Pio de Mora Ltda., en el que consta lo respectivo a las faltas graves que 

ameritan visto bueno Art. 84 literal p) que dice: p) Por ineptitud manifiesta en el 

desempeño de las funciones para las cuales haya sido contratado se determinará 

en la evaluación de desempeño. Documento que no consta en el trámite 

administrativo de visto bueno. El Reglamento Interno de Trabajo de Cooperativa 

de Ahorro y Crédito Juan Pio de Mora Ltda., mencionado, el mismo que ha sido 

puesto en conocimiento de todos los trabajadores y es de aplicación obligatoria, 

por lo tanto todas las personas tiene responsabilidad que acarrea su 

incumplimiento, así como tampoco la ignorancia de esta normativa interna no le 

exime de responsabilidad alguna para el cumplimiento de las disposiciones 

impartidas por sus empleadores, en este sentido era obligación del trabajador 

cumplir con la normativa interna de la Cooperativa y el contrato de trabajo por 

ella suscrito. Ahora bien habría que considerar si dichas faltas fueron realizadas 

de forma reincidente, es por ello necesario analizar los documentos mediante los 

cuales el trabajador fue llamado la atención por las faltas cometidas, en el 

proceso del visto bueno no consta memorandos en los que se le ha llamado la 

atención a la actora por el no cumplimiento de sus actividades, constan a fs. 20,21 

y 2 los Oficios Nro. 24COACGGJPM, 109COACGGJPM, 325COACGGJPM 

suscritos por el Ing. Pedro Pablo Lucio, en calidad de Gerente General de la 

Cooperativa de Ahorro y Crédito Juan Pio de Mora, la fijación de las metas de 

colocación para los meses de enero, febrero y marzo, en el que se fija como monto 

de para la Ing. Jenny Fierro USD $ 71.833,33; a fojas 19 consta el Oficio remitido 

por el Ing. Mauricio Borja en calidad de Jefe de Negocios de la Cooperativa de 
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Ahorro y Crédito Juan Pio de Mora Ltda., en el que señala que la actora no ha 

cumplido con la meta propuesta de USD $ 71.833,33. A fojas 23 consta el Oficio 

Nro. 0807-DTH-COAC-CJPM, con fecha 4 de mayo del 2018 dirigido al 

Ingeniero Pedro Pablo Lucio Quintana, se le comunica que la Ing. Jenny Fierro 

Saltos no ha cumplido con la metas propuesta durante los meses de enero, 

febrero, marzo y abril pero en el mismo consta un cuadro en el que la meta que 

ha cumplido es de USD $ 143.666,67 cuando la establecida es USD $ 71.833,33 

lo que no guarda relación con la meta establecida y que supuestamente no fue 

cumplida, que fue informado por el Jefe de Negocios, y no existe un informe en el 

que se compare con los demás funcionarios que si cumplieron con la meta; por 

otro lado consta que por las faltas de no cumplir con la normativa interna, 

incumplimiento de disposiciones de Organismos de control a la cual reporta la 

Cooperativa , se le sanciona con sanción escrita el 10 de Abril del 2018 y por no 

acatar las órdenes y disposiciones impartidas por su superior jerárquico, con 

sanción escrita con fecha 02 de mayo del 2018. Por lo tanto, no ha sido justificado 

la Ineptitud manifiesta ya que además no consta una Evaluación de Desempeño 

en el que consta cual es la calificación asignada a la actora en el período 

evaluado como lo establece el reglamento interno que es de cumplimiento 

obligatorio. De todo lo manifestado se concluye que, efectivamente las supuestas 

faltas cometidas por la trabajadora no han sido reiteradas durante 1 mes de 

trabajo tal y como lo establece el Reglamento Interno en su artículo 84 a]) “Se 

considerarán falta graves, y serán sancionados con multa hasta del 10% de la 

remuneración que percibe le trabajador, o según su gravedad, darán lugar a la 

terminación del contrato de trabajo previa petición del visto bueno, las cometidas 

por los trabajadores en los siguientes casos: * Reincidencia de faltas leves dentro 

de un periodo mensual . Del expediente administrativo de visto bueno no consta 

que se haya aplicado la sanción establecida en el Reglamento Interno de Trabajo 

de Cooperativa de Ahorro y Crédito Juan Pio de Mora, que es si se verifica la 

reincidencia proceder como última instancia el visto bueno. Sino que se aplica de 

forma estricta las sanciones escritas y posteriormente sin aplicar la multa de 

acuerdo al Reglamento Interno, se solicita el visto bueno, sin cumplir el mismo 

con los requisitos específicos para el caso. El demandado, Ing. Pedro Pablo 

Lucio, dentro de sus pruebas de descargo, no presenta documento alguno que 

demuestre que la resolución de la Inspectora de Trabajo no sea injurídica, 
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parcializada y forzada, como lo afirma en su libelo de demanda la actora, más 

bien del análisis realizado se desprende que la Inspectora del Trabajo si bien era 

la funcionaria competente para conocer, tramitar y resolver el pedido de Visto 

Bueno, en su resolución, se ha concluido que no se han aplicado las normas 

jurídicas adecuadas y respectivas; los documentos que la cooperativa presenta 

tanto en éste proceso como en el trámite de visto bueno no cumplen con los 

requisitos de su propio reglamento interno y por lo tanto no son legales y esta 

juzgadora al confrontarlos con las pruebas que han puesto a disposición las 

partes, concluye que la actora ha demostrado los fundamentos de hecho y de 

derecho de la demanda. Además, hay que considerar que también conforme el 

art. 636 del Código de Trabajo al inicio del visto bueno las mismas se 

encontraban prescritas, ya que se establece que prescriben en un mes las acciones 

b) “La de los empleadores para despedir o dar por terminado el contrato con el 

trabajador”. En el fundamento del visto bueno se establece que es por no cumplir 

con el traslado a la ciudad de Chillanes, la comunicación fue dada el 15 de marzo 

del 2018 y desde el 16 de marzo del 2018 en que la actora manifiesta su negativa, 

al inicio del visto bueno esto es el 8 de mayo del 2018, ya ha pasado más de los 

30 días para iniciar la acción de visto bueno por parte del empleador, es decir 

caducó su derecho a ejercer su derecho por el trascurso del tiempo. (…)” (Caso 

No. 02331-2018-00677, 2018). 

Con el razonamiento jurídico expuesto en líneas anteriores la señora juez de la Unidad 

Judicial Civil de Guaranda: 

“(…) acepta la demanda de impugnación del visto bueno presentada por la 

señora Jenny Marilu Fierro Saltos en contra del Ingeniero Pedro Pablo Lucio 

Quintana, en calidad de Gerente General de la Cooperativa de Ahorro y Crédito 

Juan Pio de Mora Ltda., disponiéndose el pago de los siguientes rubros 

12.000,00+2.700+600+639,99+334,52,+228 es 16.502,51 (DIECISEIS MIL 

QUINIENTOS DOS DOLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMERICA 

CON CINCUENTA Y UN CENTAVOS), descontándose los valores consignados 

por los demandados ante la Inspectoría de Trabajo y que consta el depósito a fs. 

265 por el valor de USD $ 1934,53; dando un total a pagar de USD 14.567,98 

(CATORCE MIL QUINIENTOS SESENTA Y SIETE DOLARES DE LOS 
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ESTADOS UNIDOS DE AMERICA CON NOVENTA Y OCHO CENTAVOS) 

debiendo la parte demandada entregar a la actora de forma inmediata la 

diferencia. Con costas. En mil cien dólares de los Estados Unidos de América, se 

regula el honorario del abogado defensor de la actora…” (Caso No. 02331-2018-

00677, 2018). 

Una vez dictada la sentencia en la Unidad Judicial Civil del Cantón Guaranda, el 

demandado interpone recurso de apelación ante la Sala Multicompetente de la Corte 

Provincial de Justicia de Bolívar, sala que luego de haber convocado a la audiencia 

respectiva el jueves 20 de diciembre del 2018 dicta la sentencia respectiva en cuya 

motivación hace un análisis de los principios generales del derecho laboral contenidos en 

el Art. 326 de la Constitución de la República del Ecuador, y consideran que al haber sido 

desvirtuadas las circunstancias jurídicas del visto bueno y basándose en el Art. 183 del 

Código de Trabajo que da la potestad de realizar la impugnación de la resolución del visto 

bueno, desecha el fallo de visto bueno concedida por la Inspectora de Trabajo y dispone 

el pago de la indemnización por despido intempestivo en favor de la trabajadora, inclusive 

en segunda instancia rechaza el recurso de apelación propuesta por el demandado y 

confirma la sentencia subida en grado. 

Una vez que fue dictada la sentencia en segunda instancia el demandado interpone recurso 

de casación ante la Sala Especializada de lo Laboral sala que luego del trámite legal 

correspondiente con fecha 13 de mayo del 2019 dicta la sentencia correspondiente en la 

que indica que en base de la prueba actuada, la actora ha desvanecido las causas invocadas 

por el demandado en el visto bueno que presentó, esto es indisciplina, desobediencia e 

ineptitud manifiesta; y, en mérito de la normativa pertinente, en uso de su sana crítica y 

tomando en cuenta principios propios del derecho laboral rechaza dicho visto bueno 

generando como efecto la concesión del despido intempestivo, situación que guarda 

armonía con el criterio manifestado en muchos fallos por la Corte Nacional del Justicia, 
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ante la inadmisión del Trámite de Visto Bueno, procediendo al pago de los valores que 

corresponden por el despido intempestivo, por lo que la sala no encuentra contradicción 

alguna en el análisis desarrollado por la Corte Provincial en la decisión tomada, por lo 

que el Tribunal de la Sala de lo Laboral de la Corte Nacional de Justicia no casa la 

sentencia dictada por el Tribunal de la Sala Multicompetente de la Corte Provincial de 

Justicia del Bolívar. 

Luego del trámite judicial en las tres instancias que demoró un año y un mes, generó en 

la trabajadora afectada una situación de salud de estrés y depresión al verse impedida de 

continuar trabajando por una decisión errónea de la Inspectora de Trabajo de Bolívar, lo 

que ocasionó incurrir en gastos en el tratamiento médico ya que con la terminación de la 

relación laboral también fue sesada del seguro social. 

El hecho de quedarse sin empleo y manteniendo un préstamo hipotecario con el Banco 

del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social generó una crisis económica familiar que 

empezó a afectar notablemente en la actividad familiar ya que se disminuyeron 

considerablemente los ingresos y afectó no solo la estabilidad económica sino también 

emocional de la familia. 

Para solventar de alguna manera su situación económica, la trabajadora afectada tuvo que 

acogerse a los beneficios del seguro de desempleo que va cubriendo en rubros los cuales 

van disminuyendo mes a mes y paralelamente empezar a buscar otro trabajo en su 

mercado laboral que de por sí ya es difícil cuando existen índices altos de desempleo y 

subempleo. 

En cuanto a la Inspectora de Trabajo responsable de emitir una resolución sin ningún 

sustento jurídico para terminar una relación laboral a pesar de que se puso la denuncia y 

queja respectiva en el Ministerio de Trabajo, nunca se dio a conocer de la imposición de 
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ninguna sanción y dicha funcionaria continúa desempeñando dicho cargo y resolviendo 

más trámites de visto bueno. 
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CAPÍTULO IV 

RESULTADOS 

 

4.1 Resultados de la Investigación Realizada 

Contrastado los resultados de la teoría con los hechos fácticos del estudio de caso “LA 

RESOLUCIÓN DE VISTO BUENO EMITIDA POR LA INSPECTORÍA DE 

TRABAJO DE BOLÍVAR, VULNERA EL DERECHO AL TRABAJO Y 

CONTRAVIENE LOS PRINCIPIOS GENERALES DEL DERECHO LABORAL EN 

EL CASO N° 02331-2018-00677”, se tiene los siguientes resultados:  

 

El trámite de Visto Bueno es un mecanismo legal para terminar la relación laboral que se 

lo tramita en vía administrativa ante el Inspector de Trabajo respectivo según lo dispone 

el art. 621 del Código de Trabajo, que por mandato del art. 545 numeral 5 es atribución 

de esta autoridad conceder o negar el visto bueno de acuerdo con lo previsto en el Código 

de Trabajo. Entonces la autoridad administrativa que conoce y resuelve sobre una 

solicitud de visto bueno tiene que estar lo suficientemente preparada en el conocimiento 

y manejo sobre todo del derecho laboral a fin de actuar con equidad e imparcialidad en el 

ejercicio de sus funciones, aplicando correctamente las disposiciones del Código del 

Trabajo y también del Código Orgánico General de Procesos a fin de que sus resoluciones 

sean motivadas conforme lo dispone la Constitución de la República del Ecuador según 

lo dispone el artículo 76, numeral 7, literal l , además en sus resoluciones se debe aplicar 

los principios generales del derecho laboral contenidos en la Constitución de la Republica 

en el art. 326 y también en el Código del Trabajo en los artículos 4,5 y 7. 
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El mal uso de la institución jurídica del Trámite de Visto Bueno por varios empleadores 

que en ocasiones con la complicidad del Inspector de Trabajo o en base a la ignorancia 

jurídica de esta autoridad logran que se emitan resoluciones absurdas y antijurídicas 

violentando el ordenamiento jurídico laboral, pues para corregir estos errores de buena o 

de mala fe el Código del Trabajo en su art. 183 inciso segundo da el derecho a la parte 

afectada con una resolución de visto bueno de impugnarla ante la autoridad judicial 

correspondiente, y en base a esta impugnación se puede de alguna manera corregir los 

errores cometidos por un Inspector de Trabajo, y no logrando que las cosas vuelvan a su 

estado anterior, si no logrando que dicha resolución antijurídica tomada por el Inspector 

de Trabajo sea desvanecida y se tenga a dicho despido como un despido intempestivo que 

genera el pago de una indemnización. 

 

4.2. IMPACTO DE LOS RESULTADOS DE LA INVESTIGACIÓN. 

En este estudio de caso demuestro la manera parcializada y antijurídica en que actuó la 

Inspectora de Trabajo de Bolívar, quien en su resolución favorece notablemente al 

empleador aceptando una resolución de visto bueno sin el debido sustento jurídico, 

terminando la relación laboral por un argumento distinto al planteamiento inicial del 

accionante y privándole a una trabajadora de mantener su puesto de trabajo atropellando 

no solo los derechos humanos de la trabajadora sino también sus derechos laborales y los 

preceptos constitucionales, obligándole a la trabajadora perjudicada a acudir a las 

instancias judiciales respectivas para que la autoridad judicial remedie de alguna manera 

el error de la Inspectora de Trabajo ocasionándole un perjuicio por más de un año a la 

trabajadora que aun con la resolución a su favor emitido por la Corte Nacional de Justicia 

en la casación, el empleador se negaba a cumplir con lo ordenado en sentencia en las tres 
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instancias teniendo inclusive que embargar un bien de la Cooperativa para asegurar el 

cumplimiento de lo sentenciado. 

El análisis que he realizado a más de ser de tipo técnico, jurídico, analítico, y académico 

persigue dejar sentado un precedente sobre las actuaciones irregulares de una autoridad 

administrativa de trabajo que tiene en sus manos el futuro de una persona en cuanto a la 

mantención de sus trabajos para llamar a la reflexión a las autoridades nacionales 

pertinentes sobre la manera como se está designando a estas autoridades y si 

verdaderamente se está valorando su capacidad y perfil profesional para actuar con ética, 

moral y honestidad en la función que se ha encomendado.  

Al realizar el presente estudio de caso se nota claramente que la institución jurídica del 

Visto Bueno es una un mecanismo que no solo se aplica para terminar la relación laboral, 

si no que en ocasiones como en el presente caso el empleador en complicidad con la 

Autoridad Administrativa del Trabajo forjan una resolución descabellada para poner fin 

a una relación laboral de casi 10 años, evidenciándose que en este caso la Inspectora de 

Trabajo no aplico ni el principio de favorabilidad, ni el principio de protección previstos 

en la Constitución de la República del Ecuador y en el Código de Trabajo. 

La falta de preparación académica, la negligencia, el desconocimiento o el error existente 

por parte de la Autoridad Administrativa del Trabajo, no pueden ser motivos para que se 

sacrifiquen el derecho al trabajo previsto en el art. 33 de la Constitución de la República 

del Ecuador y no puede permitirse que se vulneren los derechos consustanciales al ser 

humano, como el derecho al trabajo, a un salario digno, el derecho a la estabilidad laboral, 

y sobre todo el derecho a una justicia imparcial ya que exista el debido proceso. 

Si bien el art. 183 del Código de Trabajo dan la potestad al accionante o al accionado 

inconforme con la resolución del Visto Bueno emitida por el Inspector de Trabajo para 
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que la impugne ante la Autoridad Judicial y para que en caso de que si dicha impugnación 

procede se le indemnice al trabajador con el pago de las indemnizaciones por despido 

intempestivo, perdiendo el trabajador su fuente de trabajo y el Inspector de Trabajo 

quedando sin recibir una sanción por su actuación negligente. 

Frente a este hecho y en procura de que se respeten los derechos laborales, se debería 

propiciar una reforma legal que en caso de impugnar una resolución de Visto Bueno y 

cuando dicha resolución de Visto Bueno afecte derechos laborales, el efecto jurídico sea 

reintegro del trabajador que estuvo cesante y el pago de las costas judiciales a cuenta del 

Inspector de Trabajo que por negligencia, desconocimiento o por actos de corrupción se 

haya parcializado para beneficiar al empleador con la terminación de la relación laboral 

mediante el trámite de Visto Bueno.  
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CONCLUSIONES DEL ANÁLISIS DEL CASO. 

1. La resolución emitida por la Inspectora de Trabajo de Bolívar es antijurídica e 

ilegal, por lo que fue el órgano judicial quien a través de sentencia corrigió el 

grave error cometida por la funcionaria administrativa de trabajo. 

2. El trámite de visto bueno es un mecanismo previsto en el Código de Trabajo para 

terminar de una manera legal la relación laboral cuando el trabajador o el 

empleador incurren en una o varias causales de las previstas en la Ley, más no 

constituye un trámite para desvincular a un trabajador por el mero capricho del 

empleador. 

3. La resolución de visto bueno emitida por la Inspectora de Trabajo de Bolívar 

violenta el ordenamiento jurídico laboral ya que en la misma no aplica los 

principios generales del derecho laboral ni las disposiciones legales adecuadas al 

caso. 

4. Gracias al mecanismo previsto en el Código de Trabajo para impugnar la 

resolución de visto bueno y en base a la norma jurídica vigente, la Unidad Judicial 

Civil del cantón Guaranda, con ratificación de la Corte Provincial de Justicia de 

Bolívar y de la Corte Nacional de Justicia de alguna manera repararon el daño 

ocasionado a la trabajadora mandando a pagar la indemnización correspondiente. 

 

 

 

 



49 
 

BIBLIOGRAFÍA 

 

Acosta, D. (2008). Principios y Peculiaridades Fundamentales del Derecho Procesal 

del Trabajo. Guayaquil - Ecuador: EDINO. 

Agudelo, M. (2000). El Debido Proceso. Revista Opinión Jurídica Vol. 4 No. 7, 90. 

Bonilla, D. L. (2014). Manual y Práctica Laboral (Primera Edición ed.). Guaranda. 

Recuperado el 29 de Julio de 2019 

Cabanellas, G. (2003). Resolución. Recuperado el 20 de Noviembre de 2019, de 

https://s3.amazonaws.com/academia.edu.documents/38161902/DICCIONARIO

_JURIDICO_ELEMENTAL.Cabanellas_Ed.2003.pdf?response-content-

disposition=inline%3B%20filename%3DDICCIONARIO_JURIDICO_ELEME

NTAL_Cabanella.pdf&X-Amz-Algorithm=AWS4-HMAC-SHA256&X-Amz-

Credenti 

Cabanellas, G. (2010). Despido (Decimonovena Edición ed.). Buenos Aires, Argentina: 

Heliasta. Recuperado el 29 de Julio de 2019 

Cabanellas, G. (2010). Juicio (Decimonovena edición ed.). Buenos Aires, Argentina: 

Heliasta. Recuperado el 2019 de Julio de 29 

Cabanellas, G. (2010). Sentencia (Decimonovena Edición ed.). Buenos Aires, 

Argentina: Heliasta. Recuperado el 29 de Julio de 2019 

Carvajal, F. F. (2013). Nociones del Derecho. Porrúa. 

Caso No. 02331-2018-00677, Impugnación de Visto Bueno (Unidad Judicial Civil con 

Sede en el Cantón Guaranda 14 de Junio de 2018). 

Constituyente, A. (2008). Constitución de la República del Ecuador. Montecristi - 

Portoviejo: Registro Oficial No. 449. 

Conta Fox. (3 de Julio de 2006). Obtenido de Conta Fox Web Site: 

http://contafox.blogspot.com/2016/07/derecho-laboral.html 

Definición Legal. (2016). Obtenido de Definición Legal Web site: 

https://definicionlegal.blogspot.com/2015/12/principios-generales-del-

derecho.html 

Derecho Ecuador.com. (19 de Septiembre de 2017). Obtenido de Derecho Ecuador.com 

Web site: https://www.derechoecuador.com/garantia-del-debido-proceso 

derechos, P. d. (26 de Febrero de 2019). Wikipedia, La enciclopedia libre. Obtenido de 

Wikipedia, La enciclopedia libre Web Site: 

https://es.wikipedia.org/wiki/Principio_de_irrenunciabilidad_de_derechos 

Dirección del Trabajo. (6 de Febrero de 2019). Obtenido de Dirección del Trabajo Web 

site: https://www.dt.gob.cl/portal/1628/w3-article-103245.html 



50 
 

Enciclopedia Jurídica. (2014). Obtenido de Enciclopedia Jurídica Web site: 

http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/impugnacion/impugnacion.htm 

Gerencie.com. (13 de febrero de 2019). Obtenido de Gerencie.com Web site: 

https://www.gerencie.com/despido-indirecto.html 

Ilustrado, P. L. (1995). Argentina. 

Layedra, W. (2009). Manual de Derecho Laboral. Riobamba - Guaranda: UNIDEC. 

Nacional, C. (2005). Código de Trabajo . Quito - Ecuador: Registro Oficial Suplemento 

No. 167 de fecha 16/12/2005. 

Prado, D. M. (2019). Principio de Favorabilidad. (D. L. Hora, Entrevistador) 

Sentnecia No. 092-13-SEP-CC, Caso No. 0528-11-EP (Corte Constitucional del 

Ecuador). 

Wikipedia, La enciclopedia libre. (20 de 07 de 2019). Obtenido de Wikipedia. Web site: 

https://es.wikipedia.org/wiki/Resoluci%C3%B3n_judicial 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



51 
 

LEXGRAFÍA 

Constitución de la República del Ecuador. 

Código del Trabajo. 

Código Orgánico General de Procesos. 

Sentencia de la Unidad Judicial Civil con sede en el cantón Guaranda. 

Sentencia de la Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de Bolívar 

Sentencia de la Sala Especializada de lo Laboral de la Corte Nacional de Justicia. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



52 
 

ANEXOS 

 



53 
 

 



54 
 

 



55 
 

 



56 
 

 



57 
 

 



58 
 

 



59 
 

 



60 
 

 



61 
 

 



62 
 

 



63 
 

 



64 
 

 



65 
 

 



66 
 

 



67 
 

 



68 
 

 



69 
 

 



70 
 

 



71 
 

 



72 
 

 



73 
 

 



74 
 

 



75 
 

 



76 
 

 



77 
 

 



78 
 

 



79 
 

 



80 
 

 



81 
 

 



82 
 

 



83 
 

 



84 
 

 



85 
 

 



86 
 

 



87 
 

 

 



88 
 

 



89 
 

 



90 
 



91 
 



92 
 



93 
 

 

 



94 
 

 


